No dan derecho al crédito especial para empresas constructoras establecido en el Decreto Ley N° 910, de 1975, las construcciones que no sean viviendas habitacionales y que se erijan sobre terrenos que tienen como uso prohibido el habitacional.

Decreto Ley N° 910, de 1975 – Artículo 21

CRÉDITO ESPECIAL PARA EMPRESAS CONSTRUCTORAS – VIVIENDAS HABITACIONALES – TRIBUNAL TRIBUTARIO Y ADUANERO – RECLAMO – RECHAZADO 

El Tribunal Tributario y Aduanero de Punta Arenas rechazó un reclamo deducido por el contribuyente en contra de liquidaciones y sus giros respectivos emitidos por el Servicio de Impuestos Internos debido a que el contribuyente realizó un uso indebido del crédito especial de empresas constructoras establecido en el Decreto Ley N° 910, de 1975.

Sobre el particular, el órgano jurisdiccional indicó que los requisitos para que operara esta franquicia implicaban que se estuviera ante una empresa constructora que fuera contribuyente de IVA; que el contrato general de construcción tenga por objeto la edificación de inmuebles para habitación; que el débito fiscal sobre el cual se aplicara el crédito del 0,65 tuviera su origen en la venta de los bienes inmuebles construidos por la propia empresa constructora, y estableció que el beneficio se aplicaba a las dependencias directas del bien inmueble para habitación que estuvieran amparadas por un mismo permiso de edificación o un mismo proyecto de construcción. Luego, por “habitación”, debía entenderse un lugar destinado a vivienda.  
Así, el tribunal consideró que la reclamante no estaba beneficiada con la franquicia tributaria, toda vez que no construyó ni reparó viviendas habitacionales. Es más, debía tenerse presente al momento de interpretar la norma que el espíritu de la ley apuntaba a traspasar en definitiva un beneficio concreto a los consumidores finales a fin de optar a un mejor precio en la adquisición de sus viviendas. Así, el magistrado determinó que el actor no cumplía con los requisitos de la ley para beneficiarse con la franquicia tributaria y, por lo demás, la construcción se encontraba emplazada en la Zona R2 del Plano Regulador que no tenía como uso permitido el de “vivienda”. 
El texto de la sentencia es el siguiente:

“Punta Arenas, a doce de octubre de dos mil doce. 

VISTOS: 
Uno.- Que a fojas 106 y siguientes comparece don AAAAA, Gerente General, RUT N° A.AAA.AAA-A, en representación de la contribuyente XXXXX, RUT N° XX.XXX.XXX-X, del giro de su denominación, ambos domiciliados en Barrio Industrial, sitio 3, comuna de Punta Arenas, interponiendo reclamo ante este Tribunal conforme al Procedimiento General de Reclamaciones establecido en los artículos 123 y siguientes del Código Tributario, en contra de las Liquidaciones N°s. 2, 3, 4, 5, 6, 7, 8, 9, 10, 11, 12, 13, 14, 15, 16, 17, 18, 19, 20, 21 y 22, todas de fecha 11 de enero de 2011, y que le fueron notificadas en la misma data, todas por supuestas diferencias tributarias en lo que dice relación con la aplicación del Crédito Especial de Empresas Constructoras establecido en el artículo 21 del Decreto Ley N° 910 de 1975, y por consiguiente de los Giros de impuestos Folio 07 N°s. 101566885-3, 101567025-4, 101567115-3, 101567155-2, 101567185-4, 101567205-2, 101567255-9, 101567295-8, 101567305-9, 101567725-9, 101567735-6, 101567745-3, 101567755-0, 101567765-8, 101567775-5, 101567785-2, 101567795-K, 101567815-8, 101568165-5, 101568215-5 y 101568245-7, todos de fecha 25 de mayo de 2011, pagadas por la contribuyente el día 31 del mismo mes, solicitando expresamente se dé curso a dicho reclamo, y en definitiva se acoja en todas sus partes, dejando sin efecto las mismas y ordenando al Servicio de Impuestos Internos restituirle lo pagado, más los reajustes e intereses que correspondan, con expresa condena en costas. 

Dicha acción la fundamenta en los siguientes antecedentes de hecho y de derecho: 

I.- EN LOS HECHOS: 
1).- Que con fecha 11 de enero de 2011 se notificó a XXXXX, las Liquidaciones N°s. 2, 3, 4, 5, 6, 7, 8, 9, 10, 11, 12, 13, 14, 15, 16, 17, 18, 19, 20, 21 y 22, emitidas por el Servicio de Impuestos Internos con la misma fecha, por una supuesta utilización indebida del Crédito Especial de Empresas Constructoras establecido en el artículo 21 del Decreto Ley N° 910 de 1975. 

2).- Que con fecha 18 de febrero de 2011 la reclamante solicitó la revisión de la actuación fiscalizadora, la cual fue denegada mediante Resolución Exenta N° 1299 de fecha 30 de abril de 2011. 

3).- Que con fecha 31 de mayo de 2011, la reclamante solicitó su emisión y procedió a pagar los Giros de Impuestos Folio 07 N°s. 101566885-3, 101567025-4, 101567115-3, 101567155-2, 101567185-4, 101567205-2, 101567255-9, 101567295-8, 101567305-9, 101567725-9, 101567735-6, 101567745-3, 101567755-0, 101567765-8, 101567775-5, 101567785-2, 101567795-K, 101567815-8, 101568165-5, 101568215-5 y 101568245-7, todos de fecha 25 de mayo de 2011. 

4).- Que las liquidaciones señalan, en la parte pertinente de sus antecedentes, lo siguiente: 

"Es importante señalar que analizada la Ordenanza del Plan Regulador Comunal, las obras se llevaron a cabo en el sector denominado “Zona R2", el cual de acuerdo a su definición no contempla como uso permitido las viviendas, este sector se define de la siguiente forma: 
“Zona R2" Tendrá como objeto proteger el borde Costero del Estrecho de Magallanes y corresponde al área graficada en el plano. 
Usos permitidos: Equipamiento de piscinas, centros deportivos, restaurantes, discotecas y áreas verdes. 
Usos prohibidos: Todos los no indicados como permitidos. 
En esta zona la subdivisión predial mínima no podrá ser inferior a 2.500 m2 y la ocupación máxima de suelo no podrá sobrepasar el 1% del total de la superficie de la Zona. El sistema de agrupamiento de la edificación será aislada, con un altura máxima de 3,50m". 
“De conformidad al Plan Regulador Comunal, publicado en el Diario Oficial con fecha 25 de junio de 2001, actualmente vigente, el sector denominado “Zona R2”, comprende las calles José Menéndez hasta Avenida Gabriel González Videla, encontrándose el proyecto ejecutado dentro de las referidas calles y, por tanto, dentro de la “zona R2". 
“Ahora bien, y en consideración a los antecedentes expuestos precedentemente, se puede inferir que las obras ejecutadas en el proyecto denominado "Construcción Costanera del Estrecho Tramo I" no se ajustan a la norma contenida en el artículo 21 del D.L. N° 910 de 1975, que permite acceder a la franquicia, al no cumplir con los requisitos por ella exigidos, para que las urbanizaciones den derecho al crédito tributario en comento, lo anterior debido a que las obras ejecutadas no guardan relación con la construcción de inmuebles destinados a la habitación, ni menos aún, con obras de urbanización destinadas exclusivamente a viviendas." Continúa señalando que "De lo precedentemente expuesto, se concluye que la empresa XXXXX ha utilizado indebidamente el Crédito Especial de Empresas Constructoras contenido en el artículo 21 del Decreto Ley N° 910 de 1975, imputándolo en sus formularios 29 de Declaración y Pago Simultáneo de Impuestos, motivo por el cual se procede a liquidar de acuerdo a los artículos 21 y 24 del Código Tributario." 

5).- Que las conclusiones señaladas anteriormente se fundaron en que: 

a).- La Finalidad del proyecto, según las Bases Administrativas del mismo, emitidas por el Servicio de Vivienda y Urbanismo de Magallanes, sería la puesta en valor del borde Costero de Punta Arenas, la consolidación del anillo de Circunvalación, la generación de un espacio público que permita recuperar el área adyacente al Estrecho de Magallanes de manera que ofrezca a los habitantes, turistas y visitantes un espacio de esparcimiento adecuado para desarrollar actividades durante todo el año. 

b).- El Emplazamiento de la obra es el sector costero de Punta Arenas, en el tramo en donde aún no ha sido consolidada la Costanera. 

c).- Las obras a ser ejecutadas, según las especificaciones técnicas del proyecto incluyen: "obras de pavimentación, obras de señalización y demarcación, muros de hormigón armado, obras de aguas lluvias, obras de arquitectura, proyecto de iluminación y obras de modificación de servicio". 

6).- Que asimismo, la descripción del proyecto indica que el Tramo I a ejecutar incluye las siguientes obras: 

"Consolidación de una doble calzada de 6, 5 metros de ancho entre km. 0,800 y el km. 1,340 confinada con soleras en ambos costados y segregada por un bandejón central de 3,O metros de ancho, variable en las zonas donde se generan pistas de viraje. 
Consolidación de ciclovía lo largo de todo el tramo por la acera oriente. 
Obras de saneamiento correspondientes a colectores, sumideros y descargas al Estrecho de Magallanes. 
Modificaciones de servicios de agua potable y alcantarillado con traslado de matrices y colectores. 
Obras de demarcación, señalización, iluminación, paisajismo y mobiliario urbano a lo largo de todo el eje." 
7).- Que el Sector Zona R2 del Plan Regulador Comunal no contempla como uso permitido las viviendas. 

II.- EN EL DERECHO 
1).- Que al dictar las liquidaciones reclamadas, el Servicio de Impuestos Internos transgredió una serie de requisitos establecidos por normas de rango administrativo, como son las indicaciones dictadas por el propio Servicio, y las contenidas tanto en el Manual del Servicio de Impuestos Internos, como en variados oficios y circulares. Asimismo, que ha transgredido otras normas de rango superior, como son el Código Tributario, la Ley Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado y la Propia Constitución Política de la República. 

2).- Que respecto de la Constitución Política de la República hace alusión a los artículos 6° y 7°, respecto del Principio de Legalidad, por el cual los órganos del Estado deben someter su actuar a la Constitución y a las leyes, no pudiendo atribuirse otras facultades que aquellas que expresamente le han sido otorgadas y reconocidas por tales cuerpos legales. 

3).- Que en relación con la Ley N° 18.575, Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado, establece en su artículo 2 que los Órganos de la Administración del Estado someterán su acción a la Constitución y a las leyes, que deberán actuar dentro de su competencia y no tendrán más atribuciones que las que expresamente les haya conferido el ordenamiento jurídico. Por su parte, el artículo 11 establece que las autoridades y jefaturas, dentro del ámbito de su competencia, y en los niveles que corresponda, ejercerán un control jerárquico permanente del funcionamiento de los organismos y del personal de su dependencia, el que se extenderá tanto a la eficiencia y eficacia en el cumplimiento de los fines y objetivos, como a la legalidad y oportunidad de las actuaciones. 

4).- Que todo abuso o exceso en el ejercicio de las potestades de los Entes Públicos darán lugar a las acciones y recursos correspondientes, y que en efecto el Servicio de Impuestos Internos está facultado por el artículo 24 del Código Tributario para practicar liquidaciones de impuestos en contra de los contribuyentes que no presentaren declaraciones, estando obligados a hacerlo o a los cuales se les determinaren diferencias de impuestos. En efecto, al emitirse las liquidaciones, el funcionario del Servicio emitirá un pronunciamiento sobre la tributación del contribuyente afectado por dicho acto administrativo, que será controvertible por el afectado. No obstante, para llegar a esa conclusión controvertible, el funcionario debe fundarse en antecedentes que no pueden tener ese carácter. Así lo afirma expresamente el Manual del Servicio de Impuestos Internos, en su Párrafo 5541, donde indica los requisitos que deben observar los funcionarios de dicho Servicio al emitir las liquidaciones de impuestos. Entre ellos, se exige en el N° 5 que las liquidaciones contengan "los antecedentes precisos que sirvieron de base para practicarla". A su vez, el Diccionario de la Real Academia Española de la Lengua, cuando se refiere al adjetivo “preciso”, lo define como “puntual, fijo, exacto, cierto, determinado”. Luego, un antecedente preciso no puede consistir en un acto controvertible o de vigencia provisional, pues estos carecen de la fijeza, exactitud y certezas requeridas para que puedan ser considerados “precisos”, o al menos el funcionario que practica la liquidación debe suponer que tal antecedente posee dichos atributos. En razón de ello, sostiene, que no es procedente que el Servicio de Impuestos Internos haya emitido las liquidaciones en contra de la contribuyente, extralimitándose en el ejercicio de la potestad que le otorga el artículo 24 del Código Tributario. 

5).- Que de la lectura de las liquidaciones se puede advertir que el supuesto invocado por el funcionario fiscalizador para emitir dicho acto, ha sido la determinación de una diferencia en la aplicación del Crédito Especial de Empresas Constructoras establecido en el artículo 21 del Decreto Ley N° 910 de 1975. Sin embargo, el Servicio de Impuestos Internos no dispuso de los antecedentes precisos para determinar una diferencia de impuestos en contra de la contribuyente. Por este motivo, y de acuerdo al artículo 24 del Código Tributario, puede afirmarse que el Servicio de Impuestos Internos no se encontraba facultado para emitir dicha liquidación. 

6).- Que del examen de los requisitos que señala el Manual del Servicio de Impuestos Internos, en el Párrafo 5.541, se puede constatar que la Liquidación N° 131 ha vulnerado el requisito N° 5, que obliga a dichas actuaciones a señalar “los antecedentes precisos que sirvieron de base para practicarla”. Luego, puede observarse que de los antecedentes de las Liquidaciones N°s. 2, 3, 4, 5, 6, 7, 8, 9, 10, 11, 12, 13, 14, 15, 16, 17, 18, 19, 20, 21 y 22, todas de fecha 11 de enero de 2011, no reúnen al menos los caracteres de fijeza, exactitud y certeza. En efecto, que dicha liquidación señala como su primer fundamento “Es importante señalar que analizada la Ordenanza del Plan Regulador Comunal, las obras se llevaron a cabo en el sector denominado “Zona R2”, el cual de acuerdo a su definición no contempla como uso permitido las viviendas”. 

7).- Que lo anterior carece de exactitud, pues estima como fijas exactas y ciertas unas diferencias presuntas en la determinación de impuestos haciendo uso de fundamentos erróneos, y cuya imputación equivocada se demuestra fácilmente con sólo hacer un debido examen del plan regulador. 

8).- Que la Circular N° 51, de fecha 23 de Septiembre de 2005, en su N° 9, establece como vicio o error manifiesto, el uso de fundamentos de hecho erróneos y cuya imputación equivocada se demuestra fácilmente con sólo exhibir la documentación correspondiente, estando facultado el Director Regional para corregir y dejar sin efecto liquidaciones. 

9).- Que la Circular anterior instruye a los Directores Regionales la anulación de los actos administrativos en contravención a las referidas normas, estableciendo: 

a).- La obligación de corregir las irregularidades o vicios y salvar los errores de que puedan adolecer sus actos. 

b).- La potestad de resolver administrativamente todos los asuntos de naturaleza tributaria que se planteen, lo que incluye la corrección de los actos de las unidades de su dependencia, incluso oficiosa y en cualquier tiempo, de los vicios o errores manifiestos en que se haya incurrido en las liquidaciones o giros de impuestos, corresponde a los Directores Regionales, en la jurisdicción de su territorio. 

c).- Las facultades correctivas se circunscriben en el acatamiento del principio de la legalidad, al cual repugna la persistencia de actos de la administración que, por error de hecho o de derecho incurridos en el acto mismo o en los procedimientos seguidos en su gestación, van más allá de la norma legal que persiguen aplicar al caso particular o que vulneran el principio que asegura a los ciudadanos el sometimiento a procedimientos racionales y justos, al ponerlos en situaciones de desigualdad, inequidad o indefensión. 

d).- Si bien, el Director Regional deberá actuar siempre a solicitud de parte interesada, tratándose de vicios o errores evidentes, presentes en liquidaciones o giros de impuestos, podrá actuar en forma oficiosa, toda vez que ello le está expresamente facultado por la ley. 

10).- Que el Párrafo 5540.01 del Manual del Servicio de Impuestos Internos, señala que la liquidación corresponde a toda determinación de impuesto, que el órgano fiscalizador hace a los contribuyentes. Que comprende, en consecuencia, también las determinaciones que se hacen sobre la base de tasaciones. Cada liquidación se refiere a un determinado impuesto y a un determinado año tributario, aún cuando en la práctica, esta liquidación vaya comprendida en un cuerpo o legajo de liquidaciones correspondientes a diversos impuestos y a distintos años tributarios, como por ejemplo, Impuesto de Primera Categoría e Impuesto Global Complementario. 

11).- Que de acuerdo a lo establecido en el Párrafo 5541 del Manual del Servicio de Impuestos Internos, el personal del Servicio tiene instrucciones expresas de que las liquidaciones deben indicar los siguientes datos o requisitos: 

a).- Lugar y Fecha en que se practiquen; 

b).- Número correlativo, que deberá darse en cada Unidad, para cuyo efecto se llevará un Registro Especial. Este número correlativo deberá asignarse respecto de cada liquidación, no obstante que, como ya se ha dicho, esta liquidación pueda estar incluida en un cuerpo de liquidaciones correspondientes a distintos impuestos y a diversos años tributarios. En este caso, deberán asignarse tantos números correlativos como impuestos y años tributarios se hayan liquidado en dicho legajo; 

c).- Individualización precisa del contribuyente con sus dos apellidos, si se trata de una persona natural, o razón social completa, con indicación del representante, cuando se trate de una persona jurídica; 

d).- Dirección completa del contribuyente; 

e).- Antecedentes precisos que sirvieron de base para practicarla; 

f).- Base imponible o partidas gravadas, con la tasa de impuesto correspondiente; 

g).- Monto de los impuestos determinados; 

h).- Determinación de las multas que procedan y de los intereses penales al último día del mes en que se practique la liquidación; 

i).- Firma y timbre de el o los funcionarios liquidadores, y 

j).- Visto bueno del jefe, según proceda. 

12).- Que la revisión de las declaraciones del contribuyente por parte del Servicio de Impuestos Internos tiene por objeto primordial establecer si ellas se han ajustado a las normas existentes en la Ley sobre Impuesto al Valor Agregado, legislación complementaria y Código Tributario y, si el impuesto declarado corresponde al monto debido. 

13).- Que menciona lo preceptuado en el Párrafo 6 (12)-213 del Manual del Servicio de Impuestos Internos, relativo a las partidas que habiendo sido objeto de una citación, en que el contribuyente hubiere dado explicaciones o presentado antecedentes probatorios, pero que el funcionario fiscalizador mantuviere en la liquidación, por desestimar dichas explicaciones o antecedentes, deberá expresarse, esta circunstancia en la misma liquidación, indicando las razones que se tuvieron para la desestimación. 

14).- Que a la luz de la instrucción anterior y teniendo presente el tenor de las Liquidaciones, éstas sólo se limitan a determinar una diferencia de impuestos sin haber citado al contribuyente, situación expresamente contemplada en la Ley N° 18.320. En efecto, si bien dicha ley contempla el trámite de Citación como facultativo, el fiscalizador, al saltarse dicho paso y sin haber requerido información adicional, produjo lo que expresamente persigue evitar el Párrafo ya aludido, que en su Punto VII señala: “Para finalizar las instrucciones que se imparten en esta ocasión, esta Dirección Nacional insiste en que los funcionarios fiscalizadores practiquen liquidaciones ajustadas a derecho, evitando cometer arbitrariedades". 

15).- Con fecha 6 de diciembre de 2010 la contribuyente proporcionó toda la información solicitada por el Servicio de Impuestos Internos en la notificación de fecha 5 de Noviembre de 2010; razón por la cual, no comparte lo aseverado por el fiscalizador, cuando sostiene que solo dio cumplimiento parcial al requerimiento de fiscalización. Que los antecedentes que indica en el Acta de Recepción de Documentos que el fiscalizador identifica como faltantes, se refieren a la escritura pública de Constitución de la Sociedad XXXXX, la cual fue proporcionada en un CD en las oficinas de la empresa y el Libro de Ventas de enero de 2008, periodo en el cual la reclamante no emitió facturas de ventas en las cuales haya incluido la rebaja del crédito especial de empresas constructoras, que era el fundamento de la revisión del Servicio de Impuestos Internos; siempre estuvo a disposición del fiscalizador en las mismas oficinas, mientras realizaba su auditoria tributaria. 

16).- Que el artículo 21 del Decreto Ley N° 910 de 1975, vigente al momento de las obras de urbanización, disponía en lo pertinente que "Las empresas constructoras tendrán derecho a deducir del monto de sus pagos provisionales obligatorios de la Ley sobre Impuesto a la Renta el 0,65 del débito del Impuesto al Valor Agregado que deban determinar en la venta de bienes corporales inmuebles para habitación por ellas construidos y en los contratos generales de construcción que no sean por administración de dichos inmuebles, de acuerdo con las disposiciones del Decreto Ley N° 825 de 1974. El remanente que resultare de esta imputación, por ser inferior el pago provisional obligatorio o por no existir la obligación de hacerlo en dicho período, podrá imputarse a cualquier otro impuesto de retención o recargo que deba pagarse en la misma fecha, y el saldo que aún quedare podrá imputarse a los mismos impuestos en los meses siguientes, reajustado en la forma que prescribe el artículo 27 del Decreto Ley N° 825 de 1974. El saldo que quedare una vez efectuada las deducciones por el mes de diciembre de cada año o el último mes en el caso de término de giro, tendrá el carácter de pago provisional de aquellos a que se refiere el artículo 88 de la Ley sobre Impuesto a la Renta". 

Además, en el inciso tercero de la referida norma legal establece lo siguiente en relación al tema: "Para los efectos de este artículo, deben entenderse incluidos en el concepto de habitación también las dependencias directas, tales como estacionamientos y bodegas amparadas por un mismo permiso de edificación o un mismo proyecto de construcción, siempre que el inmueble destinado a la habitación propiamente tal constituya la obra principal del contrato o del total contratado". 

17).- Que la Circular N° 26 de 1987, del Servicio de Impuestos Internos, en su Capítulo VII señala que "se consideraran inmuebles destinados para la habitación.... las urbanizaciones que se destinen exclusivamente a viviendas". Y, en relación dicho concepto, precisa que el término "urbanizaciones" debe entenderse en su sentido natural, esto es, que éstas no requieren para la aplicación del crédito especial en comento, que las construcciones y demás obras a las cuales acceden se encuentren ejecutadas; incluso tienen derecho las urbanizaciones sobre los terrenos vados. Que según el diccionario de la Real Academia de la Lengua Española, urbanizar, significa "Acondicionar una porción de terreno y prepararlo para su uso urbano, abriendo calles y dotándolas de luz, pavimento y demás servicios". 

18).- Que en concordancia con lo anterior, el SII mediante oficio N° 1196 del 2005, ha señalado lo siguiente en relación al tema: "Asimismo debe tener presente que según la Ordenanza de Urbanismo y Construcción, artículo 2.2.1, "se entiende por urbanización la ejecución o ampliación de las obras de infraestructura y ornato señaladas en el artículo 134 o de la Ley General de Urbanismo y Construcciones, que se ejecutan en el espacio público existente, al interior de un predio en las vías contempladas en un proyecto de loteo, o en el área del predio que estuviere afecta a utilidad pública por el Instrumento de Planificación Territorial respectivo". A su vez, la Dirección Nacional se ha pronunciado respecto de lo que debe entenderse por urbanizaciones que se destinen exclusivamente a viviendas, señalando que es la dotación de todos aquellos elementos que requiere una vivienda para su uso en óptimas condiciones, tales como: instalaciones de agua potable, electrificación, alcantarillado, colectores, pavimentación, etc. Asimismo, ha señalado también lo que debe entenderse por contrato general de construcción, indicando que es aquella convención que sin cumplir con las características específicas de los contratos de instalación o confección de especialidades, tiene por objeto la confección de una obra material inmueble nueva, que incluya a lo menos, dos especialidades y que forme parte de una obra civil. 

En el caso de las urbanizaciones, dicho crédito beneficia al contrato general de construcción que no sea por administración, referido a la urbanización de terrenos en que se haya edificado, se esté edificando o se proyecte edificar viviendas. 

19).- Que el Servicio de Impuestos Internos se ha pronunciado en reiteradas oportunidades en el sentido que tratándose de urbanizaciones en que el respectivo contrato se refiera principalmente a viviendas, no obstante incluirse algunos inmuebles con un destino diferente al de habitación y que constituyan obras complementarias de equipamiento, como edificios destinados al culto, a la policía, a la atención de salud, a la educación, la empresa constructora correspondiente podrá hacer uso de la franquicia en comento, debiendo acreditar la situación descrita mediante el respectivo permiso municipal de construcción o mediante el plano regulador comunal que corresponda. Asimismo, ha señalado que si el proyecto no requiriera el permiso de obra nueva al tratarse de una obra de infraestructura que ejecuta el Estado, tal como lo dispone el inciso 3° del artículo 116 del Decreto con Fuerza Ley N° 458 de 1976, sobre Ley General de Urbanismo y Construcciones, la certificación deberá expedirla el mismo SERVIU regional que corresponda. 

20).- Que de acuerdo a lo anterior, se señala que XXXXX, cumple con los requisitos para acceder al Crédito Especial Empresas Constructoras, contemplado en el articulo 21 Decreto Ley N° 910 de 1975, porque las urbanizaciones forman parte de un proyecto del Servicio de Vivienda y Urbanismo de la Región de Magallanes y Antártica Chilena, obras que se construyeron en terrenos de uso habitacional, donde se encuentran, precisamente, construidas viviendas. 

21).- Que el artículo 26 del Código Tributario señala que no procederá el cobro con efecto retroactivo cuando el contribuyente se haya ajustado de buena fe a una determinada interpretación de las leyes tributarias sustentadas por la Dirección o por las Direcciones Regionales en circulares, dictámenes, informes u otros documentos oficiales destinados a impartir instrucciones a los funcionarios del Servicio o a ser conocidos de los contribuyentes en general o de uno o más de éstos en particular. En caso de que las circulares, dictámenes y demás documentos mencionados sean modificados, se presume de derecho que el contribuyente ha conocido tales modificaciones desde que hayan sido publicadas de acuerdo con el artículo 15, esto es, en el Diario Oficial. 

22).- Que la reclamante utilizó el crédito especial, basándose no sólo en el tenor legal de las normas que reglamentan esta materia, sino precisamente en los criterios vertidos por quienes corresponde de parte del Servicio de Impuestos Internos, acogiéndose a la interpretación fidedigna de la normativa legal. Expresa que cualquier interpretación que quiera hacer el Servicio en cuanto tal y que sea contraria a la ya establecida debe hacerse por la vía legal establecida para ello. 

23).- Que no corresponde que un funcionario Fiscalizador interprete la normativa tributaria excediéndose en sus atribuciones, con las consecuencias administrativas que ello conlleva. Es así que no procede acoger la interpretación del Fiscalizador de la Dirección Regional de Magallanes y Antártica Chilena del Servicio de Impuestos Internos, que por un lado, no es la oficial del Servicio, y que por otro, se aleja totalmente del texto legal, reglamentario y de la propia interpretación que dicho Servicio ha emitido formalmente. 

24).- Que el pronunciamiento contemplado en el Oficio N° 1834 anterior, emitido por el SII, se encuentra en concordancia con lo señalado en la sentencia de la Ilustrísima Corte de Apelaciones de Talca, que sentenció que el artículo 21 del Decreto Ley N° 910 de 1975, no exige que el destino de las viviendas sea exclusivamente habitacional. Además, sostiene que el elemento de interpretación gramatical, que se debe aplicar a la norma del inciso tercero del artículo 21 del Decreto Ley N° 910 precedente, debe entenderse que lo que se busca es excluir del beneficio tributario obras fundamentalmente comerciales. Además, sostiene que es el SII quien debe acreditar que las obras de pavimentación y demás obras de urbanización acceden únicamente a locales comerciales, puesto que el hecho que éstos existan, no constituye el elemento que haga perder el referido beneficio; porque tanto, los almacenes y negocios coexisten en todos los barrios del país; razón por la cual, lo que interesa no es que las referidas obras tengan como objetivo único, acceder a inmuebles con destino habitacional, sino que basta la existencia de éstos, para que proceda la aplicación de la referida rebaja, por parte de la empresa constructora que se adjudicó la obra. 

25).- Que la obra Construcción Costanera de Estrecho de Punta Arenas, es similar a la obra Construcción Portal Bicentenario de la Región Metropolitana, a la cual el SII declaró que tiene derecho al Crédito Especial Empresas Constructoras. Procede el uso del crédito especial, en contrato de construcción por suma alzada respecto a la primera etapa de la construcción del Parque Portal Bicentenario de la Región Metropolitana, puesto que dicha obra, según certificado emitido por la municipalidad respectiva, se encuentra emplazada dentro del Macroproyecto Portal Bicentenario, que son áreas verdes de uso público de carácter metropolitano que puede acoger actividades relacionadas con lo recreacional, deportivo, de culto, cultural, científico, de esparcimiento y turismo al aire libre, emplazada en Zona Habitacional Mixta del área Urbanizable Metropolitana, área destinada con uso preferentemente habitacional y de equipamiento, no permitiéndose en ella las actividades productivas. 

26)- Que cita diversos oficios emanados por el Servicio de Impuestos Internos relacionados con la aplicación del crédito: 

a).- Oficio N° 641 de fecha 3 de abril de 2009. 

b).- Oficio N° 1.363 de fecha 17 de mayo de 1995. 

c).- Ordinario N° 1.196 de fecha 28 de abril de 2005. 

d).- Ordinario N° 1.834 de fecha 27 de mayo de 2009. 

e).- Oficio N° 96 de fecha 6 de enero de 2004. 

f).- Ordinario N° 2.402 de fecha 27 de julio de 2009. 

g).- Ordinario N° 610 de fecha 29 de septiembre de 2009. 

27).- Que la Ilustrísima Corte de Apelaciones de Talca. Sentencia de fecha 10 de diciembre de 2009, ante la negativa del Tribunal Tributario del SII a conceder el crédito especial del 65% del Débito Fiscal contemplado en el artículo 21 del Decreto Ley N° 910, por obras de pavimentación, porque éstas acceden a bienes raíces donde existen almacenes, video-clubes y otros locales que pagan patente comercial; el Tribunal de Segunda Instancia, señaló lo siguiente: 

Considerando Primero: "Que el artículo 21 del Decreto Ley N° 910 de 1975 no exige que el destino de las viviendas sea exclusivamente habitacional". 

Considerando Segundo: "Que conforme al elemento de interpretación gramatical, que se debe aplicar a la norma precedente, debe entenderse que lo que se busca es excluir del beneficio tributario obras fundamentalmente comerciales". 

Considerando Tercero: "Que no aparece acreditado en autos el que los inmuebles que acceden al camino pavimentado sean exclusivamente de esta clase, sino por el contrario se trata de almacenes y negocios que existen comúnmente en todos los barrios del país" 

Señala la referida sentencia "Por estas consideraciones y de conformidad con lo prescrito en las disposiciones citadas, se revoca parcialmente la sentencia apelada sólo en cuanto se entiende que el recurrente tiene derecho al beneficio fiscal establecido en el artículo 21 del Decreto Ley N° 910 de 1975, ordenándose al Tribunal Tributario reliquidar el impuesto conforme a lo señalado precedentemente, sin costas". 

28).- Que de la lectura de los considerandos y conclusiones de la sentencia anterior, se puede señalar en relación al uso o derecho al Crédito Especial de Empresas Constructoras, que: 

No se requiere para su procedencia, que el terreno donde se construyan las obras, sea de uso exclusivo habitacional. 

Que la franquicia pretende excluir o no ser aplicable a urbanizaciones u otras obras con destino comercial. 

Lo que prima para la procedencia del crédito especial, es que los inmuebles u obras construidos tengan destino habitacional aún cuando éstos puedan ser utilizados con fines comerciales. 

29).- Que el Servicio de Impuestos Internos ha prescindido de todos los antecedentes presentados por la reclamante, todo ello, en contravención a lo que dispone el artículo 21 del Código Tributario, esto es, que el Servicio no podrá prescindir de las declaraciones y antecedentes presentados o producidos por el contribuyente y liquidar otro impuesto que el que de ellos resulte, a menos que esas declaraciones, documentos, libros o antecedentes no sean fidedignos. 

30).- Que el Servicio de Vivienda y Urbanismo Regional es el organismo técnico llamado a certificar las condiciones en que se desarrollará el proyecto, habiendo constatado los requisitos legales para la procedencia del Crédito Especial de Empresas Constructoras establecido en el artículo 21 del Decreto Ley N° 910 de 1975, de manera tal que, sin excederse en su competencia sino que, simplemente, constatando los hechos sobre los cuales le toca pronunciarse dentro de la esfera de sus atribuciones, proyecta, evalúa, obtiene los recursos, llama a licitación, adjudica y paga por las obras a ejecutar, habiéndose sometido a todos los controles técnicos y financieros de la Administración del Estado. En ese sentido, se acompaña en el Primer Otrosí el Certificado N° 290 de 14 de diciembre de 2011, emitido por el Servicio de Vivienda y Urbanismo de Magallanes y Antártica Chilena, señala "Este Servicio certifica que este contrato consideró la rebaja de 65% del IVA, toda vez que cuando fue evaluado el proyecto Costanera del Estrecho, Código BIP 30067533-0, ante MIDEPLAN y su posterior solicitud de recursos ante el Ministerio de Vivienda y Urbanismo se consideró dicho beneficio, ya que las obras de urbanización que comprende dicho proyecto dan acceso principalmente a viviendas." 

31).- Que es indudable que en las actuaciones del Servicio de Impuestos Internos se ha hecho uso de fundamentos de hecho erróneos y cuya imputación equivocada se demuestra fácilmente con la lectura de los Oficios citados y con solo exhibir la documentación correspondiente. Asimismo, las conclusiones que fundan las actuaciones que se solicita dejar sin efecto, difieren de las interpretaciones que válidamente ha emitido el Servicio Impuestos Internos. 

32).- Que el Servicio de Impuestos Internos ha quebrantado el artículo 19 inciso 1° del Código Civil, ya que se ha ignorado el texto expreso del artículo 26 del Código Tributario. En efecto, ante la existencia de normativa de carácter administrativo dictada por el Servicio de Impuestos Internos, en orden a que si el proyecto no requiriera el permiso de obra nueva al tratarse de una obra de infraestructura que ejecuta el Estado, tal como lo dispone el inciso 3° del artículo 116 del Decreto con Fuerza de Ley N° 458 de 1976, sobre Ley General de Urbanismo y Construcciones, la certificación deberá expedirla el mismo SERVIU regional que corresponda. 

No habiendo cambio de criterio por parte del Servicio, emitido a través de una circular, la contribuyente se encuentra amparada por la disposición contenida en el artículo 26 del Código Tributario; incluso si es que lo hubiese a través de un oficio, ello no puede presumirse de derecho conocido por los contribuyentes si no ha sido publicado en el Diario Oficial. 

33).- Que las facturas emitidas en el caso en cuestión por parte de la reclamante, acreditan que el SERVIU sólo soportó un 35% del IVA. En ese sentido, el SII ha señalado en el ordinario N° 2353, de 02 de agosto de 2007 que "Para obtener la devolución, el contribuyente deberá acreditar que el adquirente de la propiedad o, en este caso, el SERVIU, como organismo que efectuó directamente el pago del precio del inmueble, al efectuar dicho pago sólo enteró el 35% del débito del Impuesto al Valor Agregado, o que, en el evento de haber pagado el total del IVA de la operación, le ha restituido a esa repartición, el monto correspondiente al tributo que devino en excesivo, por aplicación de las normas del artículo 21, del Decreto Ley N° 910, citado." 

34).- Que en conclusión, expresa que resulta improcedente la impugnación de la utilización del Crédito Especial de Empresas Constructoras contenido en el artículo 21 del Decreto Ley N° 910 de 1975 planteada en las Liquidaciones, de manera tal que procede la corrección de las actuaciones del SII mediante la anulación de ellas por adolecer de vicios y errores manifiestos, así como de una errada aplicación de la Ley al hecho fáctico. 

Dos.- Que a fojas 133 de autos se tuvo por interpuesto el reclamo en Procedimiento General de Reclamaciones y se confirió traslado al Servicio de Impuestos Internos XII Región por el término legal. 

Tres.- Que a fojas 137 y siguientes comparece don Elías Sánchez Ávila, Director Subrogante de la XII Dirección Regional del Servicio de Impuestos Internos, quien debidamente facultado para ello evacuó el traslado otorgado a fojas 133, solicitando que la reclamación interpuesta fuera rechazada en todas sus partes. 

Fundamenta su contestación en los siguientes argumentos de hecho y de derecho: 

1).- Que con data 11 de enero de 2011, se notificó por cédula a don AAAAA las Liquidaciones N°s. 2 a la 22, todas emitidas en igual fecha, ascendiendo el total de lo liquidado por concepto de impuestos adeudados a la suma de $539.942.166. 

2).- Que en las liquidaciones se señala que mediante Notificación Folio 0129446 de fecha 5 de noviembre de 2010, se procedió a emplazar al contribuyente, XXXXX, para efectos de realizar una auditoría a su documentación, registros contables y declaraciones de impuestos de los períodos comprendidos entre diciembre de 2007 a septiembre de 2010, en lo relativo al Impuesto al Valor Agregado, Decreto Ley N° 825 de 1984, Ley sobre Impuesto a las Ventas y Servicios. 

3).- Que una vez revisada la documentación aportada por el contribuyente, se detectaron diferencias de impuestos derivadas de la utilización improcedente del Crédito Especial de Empresas Constructoras contenido en el artículo 21 del Decreto Ley N° 910 de 1975, originado en la aplicación indebida de la rebaja del 65% del débito fiscal a los montos facturados por concepto de la obra denominada "Construcción Costanera del Estrecho Punta Arenas, Tramo l. Región de Magallanes y Antártica Chilena". 

4).- Que en relación a los períodos liquidados, se aplicó la normativa contenida en el artículo 21 del Decreto Ley N° 910 de 1975, vigente hasta el día 25 de marzo de 2008, es decir con anterioridad a la modificación de que fue objeto por la Ley N° 20.259, siendo las obras de la reclamante, ejecutadas con anterioridad al 31 de diciembre de 2009. 

5).- Que con fecha 18 de febrero de 2011, XXXXX solicitó ante la oficina de Procedimientos Administrativos Tributarios de la XII Dirección Regional del Servicio de Impuestos Internos, reconsideración administrativa RAF, deduciendo en subsidio, reclamo tributario en contra de las liquidaciones del presente reclamo. 

6).- Que con fecha 30 de abril de 2011, mediante Resolución Exenta N° 1299, emanada de doña Macarena Arteaga Cisternas, Jefa Oficina Procedimientos Administrativos Tributarios XII Dirección Regional del Servicio de Impuestos Internos, se declaró no ha lugar a lo solicitado mediante reconsideración administrativa. 

7).- Que con fecha 25 de mayo de 2011, la reclamante solicitó giros por las Liquidaciones N°s. 2 a la 22, todas de fecha 11 de enero de 2011, procediendo a su pago, según se desprende de los documentos denominados Giro y Comprobante Pago de Impuestos Folio 07 N°s. 101566885-3, 101567025-4, 101567115-3, 101567155-2, 101567185-4, 101567205-2, 101567255-9, 101567295-8, 101567305-9, 101567725-9, 101567735-6, 101567745-3, 101567755-0, 101567765-8, 101567775-5, 101567785-2, 101567795-K, 101567815-8, 101568165-5, 101568215-5 y 101568245-7. 

8).- Que con fecha 23 de diciembre de 2011, don AAAAA, en representación de XXXXX, solicitó la restitución de las sumas pagadas indebidamente a título de impuestos, reajustes, intereses y multas, así como la anulación de las Liquidaciones N°s. 2 a la 22, siendo denegada tal solicitud con fecha 9 de enero de 2012, indicándose que en cuanto a las cantidades pagadas por el contribuyente y respecto de las cuales se solicita restitución, éstas fueron giradas a solicitud del propio contribuyente, no aportándose antecedentes en esta instancia que permitan sostener la improcedencia de dichos pagos conforme a lo dispuesto en el artículo 126 del Código Tributario. Por otra parte, y en cuanto a la solicitud de dejar sin efecto las liquidaciones, se efectúa remisión a la Resolución Exenta N° 1299 de fecha 30 de abril de 2011. 

9).- Que el Servicio de Impuestos Internos realizó un análisis de los argumentos esgrimidos por parte de la reclamante, en relación a una serie de transgresiones de dicha institución al no contar con antecedentes suficientes y precisos para proceder a emitir las liquidaciones, argumentación que debe ser rechazada de plano por los siguientes argumentos: 

a).- Mediante Notificación Folio 0129446, de fecha 5 de noviembre de 2010, se requirió al contribuyente XXXXX, RUT N° XX.XXX.XXX-X, para que el día 6 de diciembre de 2010, presentara la documentación tributaria que en ella se hace referencia, relativa al Impuesto al Valor Agregado Decreto Ley N° 825 de 1974, períodos tributarios comprendidos entre diciembre de 2007 a septiembre de 2010. Entre los antecedentes requeridos se encuentran Libro Compras y Ventas, copias de facturas de venta, guías de despacho, notas de débito y crédito emitidas, boletas de venta emitidas, escritura de constitución de sociedad y representación legal y contratos de obras que acrediten utilización de Crédito Especial de Empresas Constructoras, de acuerdo al artículo 21 del Decreto Ley N° 910 de 1975, encontrándose el referido documento, según consta en él, debidamente notificado por cédula en la persona de doña Gladys Romero Donoso, RUT N° 5.830.958-3. 

b).- Que consta en Acta de recepción/entrega y/o acceso documentación, de fecha 6 de diciembre de 2010, firmada por doña Gladys Romero Donoso, en representación de la reclamante, en la cual se consigna la documentación aportada por el contribuyente, manifestando encontrarse de acuerdo con lo estampado en dicha acta. Por otra parte, la auditoría fue efectuada en las oficinas del contribuyente. 

c).- Que los antecedentes tenidos a la vista en las Liquidaciones reclamadas fueron aportados por el propio contribuyente; ahora bien, si la reclamante señala que no se dispuso por el ente administrador de "información adicional", es porque precisamente él no la puso a su disposición, en tal sentido y de conformidad al artículo 21 del Código Tributario, corresponde al contribuyente probar con los documentos, libros de contabilidad u otros medios que la Ley establezca, en cuanto sean necesarios u obligatorios para él, la verdad de sus declaraciones o la naturaleza de los antecedentes y monto de las operaciones que deban servir de base para el cálculo del impuesto. 
d).- Que en cuanto a que las liquidaciones reclamadas no reúnen los caracteres de fijeza, exactitud y certeza, cabe expresar que dicha liquidación señala como su primer fundamento que “Es importante señalar que analizada la Ordenanza del Plan Regulador Comunal las obras se llevaron a cabo en el sector denominado “Zona R2”, el cual de acuerdo a su definición no contempla como uso permitido las viviendas”. 

e).- Que respecto al certificado N° 5 de fecha 1 de febrero de 2011 que expresa que el proyecto “Habilitación Avenida Costanera del Estrecho Etapa I, Punta Arenas”, entre las calles José Menéndez y Mejicana, correspondió a una obra nueva emplazada en las zonas B y C del Plan Regulador Comunal, encontrándose en ambas zonas permitido el uso de suelo vivienda, la reclamada expresa que dicho documento fue extendido a petición de XXXXX para los fines que estimara conveniente, no existiendo certeza alguna de lo que efectivamente se solicitó se certificara por la parte reclamante; y que además difiere de lo informado mediante ordinario N° 184 de fecha 8 de abril de 2011, emanado de la Directora de Obras Municipales doña Ina Carabantes Hernández, el cual señala que el proyecto de vialidad urbana denominado “Construcción Costanera del Estrecho” (específicamente el tramo vial comprendido entre las calles José Menéndez y Mejicana) se encuentra emplazado en las zonas B, C y R2 del Plan Regulador Comunal vigente, antecedentes que no son desconocidos por la parte reclamante ya que obran en el expediente originado a consecuencia de la solicitud de Reconsideración Administrativa RAF deducida por la contribuyente con fecha 18 de febrero de 2011. Que en atención a la información proporcionada por la Dirección de Obras Municipales de esta comuna se concluye que la obra anterior se encuentra emplazada en las zonas B, C y R2 del Plan Regulador Comunal, lo que en nada altera lo señalado en las liquidaciones reclamadas, ya que en ellas claramente se indica que las obras ejecutadas no se ajustan a la norma contenida en el artículo 21 del Decreto Ley N° 910 de 1975, al no cumplir con los requisitos por ella exigidos, ello al no guardar las obras ejecutadas relación con la construcción de inmuebles destinados a la habitación, o con obras de urbanización destinadas exclusivamente a viviendas. Expresa que la zona B tiene como usos permitidos el equipamiento de escala mediana; industriales y establecimientos de impacto similar inofensivos, almacenamiento inofensivo y molesto, acopio inofensivo, puerto seco y actividades derivadas del puerto, vivienda; constituyendo usos prohibidos todos los no indicados como permitidos. En cuanto a la Zona C, sus usos permitidos corresponden a vivienda, equipamiento de escala mediana, menor y básica, salvo los expresamente prohibidos, talleres, almacenamiento, industria y establecimientos de impacto similar al industrial inofensivos; constituyendo usos prohibidos todos los no indicados como permitidos. Respecto de la Zona R2, ella tendrá por objeto proteger el borde costero del Estrecho de Magallanes, constituyendo usos permitidos el equipamiento de escala mediana, de piscinas, centros deportivos, restaurantes, discotecas y áreas verdes; siendo usos prohibidos, a contrario sensu, todos los no indicados como permitidos. 

f).- Expresa que el hecho que dentro de las Zonas B y C se encuentre permitido el uso de viviendas, no implica la existencia del vínculo exigido por la Ley y las instrucciones impartidas por el Servicio de Impuestos Internos, en el sentido de que las obras que se consideran habitacionales son aquellas que benefician directamente a viviendas, que acceden a ellas permitiendo un uso óptimo de las mismas, siendo de público conocimiento que las obras aledañas a la costanera, corresponden a construcciones anteriores debidamente urbanizadas y que solo se han visto beneficiadas con la obra ejecutada por la reclamante. Que el mismo Certificado N° 5 señala que en el sector Avenida Costanera del Estrecho comprendido entre calles José Menéndez y Mejicana existen, entre otros usos, edificaciones destinadas a vivienda, cita al efecto hoteles, restaurant, bodegas, entre otros. 

g).- Que si bien es cierto la Ley N° 18.320 exige como formalidad previa a la fiscalización, que en la notificación que se practique al contribuyente, se lo requiera a fin de que presente los antecedentes necesarios para efectuar la revisión, el N° 4 del artículo único de la Ley en comento dispone que el Servicio tiene un plazo fatal de 6 meses, contado desde el vencimiento del plazo que ha tenido el contribuyente para presentar los antecedentes que le han sido requeridos, para citar al contribuyente, o para practicarle una liquidación, o para efectuarle un giro. Que no es necesario que dentro del plazo de 6 meses se efectúen las tres acciones señaladas, es decir, citación, liquidación y giro, bastando para los fines legales que se realice solo uno de los actos referidos, constituyendo cualquier interpretación en contrario exceder la normativa legal aplicable a la materia. 

h).- Que en conclusión, no existe vulneración alguna del artículo 24 del Código Tributario. Si la alegación consiste en una extralimitación de facultades traducida en arbitrariedades, nos encontramos más bien frente a un reclamo de vulneración de derechos, materia ajena al Procedimiento General de Reclamación, por tanto cualquier alegación de tal tipo debe efectuarse por la vía correspondiente. 

10).- Que hace alusión al artículo 21 del Decreto Ley N° 910 de 1975 y a la Circular N° 26 del 5 de agosto de 1987, emanada por el Servicio de Impuestos Internos, en relación a lo que debe entenderse por inmuebles para habitación. Dentro de este contexto concluye que la franquicia siempre ha tenido como objetivo beneficiar únicamente la construcción o venta de inmuebles destinados a la habitación, razón por la cual al extender el beneficio a las urbanizaciones se restringió su aplicación a aquellas que estuviesen destinadas exclusivamente a viviendas, pudiendo comprenderse en ellas algunos inmuebles con un destino distinto al de habitación, que constituyen parte del equipamiento comunitario, como son edificios destinados al culto, a la salud, a la educación, entre otros. En otras palabras la franquicia dice relación con el destino de la urbanización. Así las cosas, la procedencia del crédito depende de determinar un hecho concreto, el cual es que la urbanización en cuestión se encuentre destinada exclusivamente a viviendas al momento de determinarse la procedencia del beneficio. 

11).- Que señala una serie de antecedentes respecto al proceso de licitación pública denominada “Construcción Costanera del Estrecho de Punta Arenas, Tramo I”. Licitación Pública N° 04/2007, entre los que se destacan: 

a).- Descripción del proyecto. 

b).- Bases administrativas generales. 

c).- Resolución N° 168 de fecha 20 de noviembre de 2007, en donde se aprobó el presupuesto oficial de fecha 19 de noviembre de 2007, correspondiente a las obras de pavimentación de la Propuesta Pública N° 04/2007 y que asciende a la suma total de $1.989.500.000, entre otros puntos. 

12).- Que respecto del Oficio N° 1834 del 27 de mayo de 2009, emanado por el Servicio de Impuestos Internos, señala que sólo cabe concluir que la procedencia del Crédito Especial de las Empresas Constructoras, sigue estando sujeta a que las urbanizaciones se destinen exclusivamente al uso habitacional, siendo claro en cuanto a que el Macroproyecto Portal Bicentenario se encuentra emplazado en una Zona Habitacional Mixta, área destinada con uso preferentemente habitacional y de equipamiento, no permitiéndose en ella las actividades productivas. Teniendo en cuenta lo anterior, sólo cabe concluir que la procedencia del Crédito Especial de las Empresas Constructoras, sigue estando sujeto a que las urbanizaciones se destinen exclusivamente al uso habitacional. 

13).- Que respecto de los demás oficios señalados y la sentencia acompañada por la contribuyente, cabe concluir que en los mismos, no se consigna un criterio distinto al contenido en las Liquidaciones reclamadas. En efecto, en los señalados pronunciamientos y en el fallo de la Ilustrísima Corte, el elemento determinante sigue siendo que las obras definidas como urbanizaciones se destinen a viviendas, no pudiendo ser de otra manera, toda vez que en ellos se hace una interpretación de la normativa aplicable, artículo 21 inciso tercero del Decreto Ley N° 910 de 1975. Si bien el considerando tercero de la Sentencia invocada por la reclamante hace referencia a almacenes y negocios que existen comúnmente en todos los barrios del país, ello no implica concluir que el beneficio no requiera que las construcciones accedan a viviendas, ya que precisamente se refiere al concepto "barrios", concepto que supone un conjunto habitacional, no perdiendo tal calidad aunque existan algunos inmuebles con un destino distinto al de habitación, que constituyen parte el equipamiento comunitario. En tal sentido un almacén de barrio, es accesorio a una construcción principal, esto es, la vivienda, ya que como se sabe todo almacén de barrio supone la existencia previa de la vivienda. 

14).- Que el proyecto "Construcción Costanera del Estrecho Punta Arenas, Tramo l. Región de Magallanes y Antártica Chilena", no constituye una urbanización de aquellas cuyo objeto sea beneficiar exclusivamente viviendas, muy por el contrario, se desprende de los antecedentes de la Licitación Pública N° 04/2007, que su finalidad es la puesta en valor del borde costero de Punta Arenas y la consolidación del anillo de circunvalación, pretendiéndose generar un espacio público que permita recuperar el área adyacente al Estrecho de Magallanes, creándose de esta manera un espacio de esparcimiento. La reclamante haciendo caso omiso a lo expresado pretende invocar la franquicia en comento, aduciendo al simple hecho que en el sector donde se emplaza la Costanera existen viviendas, hecho poco serio para fundamentar sus pretensiones, ya que no se trata de que exista una vivienda, o 10 o más, sino que el hecho generador del beneficio es que las urbanizaciones tiendan al beneficio de ellas independiente de la existencia de obras complementarias y que lo son precisamente por que acceden a obras principales, siendo claro que tales obras principales corresponden precisamente a viviendas. Así las cosas, si se sigue la argumentación de la reclamante en el sentido que existen viviendas y obras complementarias por tanto tendría derecho a la franquicia, basta señalar para que se caiga su argumentación que las obras complementarias que ella pretende no son tales, ya que entre los tramos comprendidos entre las calles José Menéndez y Mejicana existen obras con destinos del todo distantes a los relacionados con obras complementarias de equipamiento, señalándose a manera de ejemplo propiedades cuyos destinos son oficinas, comercio, Administración Pública y Defensa, Comercio, Bodega y Almacenaje, Hotel. 

15).- Que las propiedades antes señaladas son sólo una muestra de que entre los tramos que comprende la obra ejecutada por la reclamante se encuentran otras con un destino muy distinto al habitacional, las cuales ni siquiera pueden ser consideradas como complementarias de las anteriores, ya que claramente pretenden otros objetivos, lo anterior es sin perjuicio de que existen varias otras como por ejemplo la propiedad correspondiente al Hotel y Restaurant Savoy, ubicado en calle José Menéndez N° 1073, a pasos de la Avenida Costanera del Estrecho que posee un fin distinto al requerido por el texto legal, siendo del caso mencionar, que son varias las construcciones ubicadas en las referidas calles y destinadas a fines distintos de los de vivienda, que datan de una fecha anterior a la obra ejecutada por la reclamante. De esta manera, siguiendo la lógica aplicada por la reclamante y deteniéndonos sólo en calle José Menéndez (uno de los extremos que comprende la obra ejecutada), surge la pregunta de cuál es la numeración límite de tal calle para invocar la franquicia argumentando la existencia de viviendas, ya que esta calle se extiende como bien sabemos desde la Avenida Costanera del Estrecho hasta calle Zenteno, cruzando gran parte de la ciudad de Punta Arenas, atravesando incluso el centro de la ciudad. Es claro que tal interpretación no es la pretendida por el legislador, ya que sólo pensarlo altera totalmente el sentido del texto legal, llegando al absurdo de lo señalado en Certificado N° 207/2010 acompañado por la reclamante en autos, bastando para invocar la franquicia que en toda la ciudad de Punta Arenas existen viviendas. 

16).- Que señala el pronunciamiento de la Ilustrísima Corte de Apelaciones de Santiago conociendo de un recurso de apelación interpuesto en contra del fallo de primer grado pronunciado por el Tribunal Tributario de la XIII Dirección Regional Metropolitano Santiago Centro del Servicio de Impuestos Internos, en el que confirmó este fallo en todas sus partes y precisó que no procede el uso del crédito fiscal especial que acuerda el artículo 21° del Decreto Ley N° 910, por parte de una empresa constructora que ha realizado obras de pavimentación en virtud de un contrato celebrado con la Municipalidad y SERVIU, si no se ha cumplido por parte de la empresa aludida con las exigencias contempladas por el Servicio de Impuestos Internos en la Circular N° 26, de 1987, y tampoco se ha acreditado que las obras de pavimentación ejecutadas accedan exclusivamente a viviendas, como exige el texto legal. Así mismo, menciona el pronunciamiento de la Ilustrísima Corte de Apelaciones de Concepción, que modificó una sentencia dictada por el Juez Tributario de la VIII Dirección Regional del Servicio de Impuestos Internos, quien negó al contribuyente el derecho a la franquicia tributaria establecida en el Decreto Ley N° 910, de 1975. 

17).- Que respecto de la legalidad del tributo la reclamante señala que el Servicio de Vivienda y Urbanismo Regional es el organismo técnico llamado a certificar las condiciones en que se desarrolla el proyecto, habiendo constatado los requisitos legales para la procedencia del Crédito Especial de Empresas Constructoras establecido en el artículo 21 del Decreto Ley N° 910 de 1975. Al respecto, en las Bases de Licitación de la obra denominada Costanera del Estrecho, efectivamente se señalaba que el contratista podría tener derecho al beneficio contemplado en el artículo 21 del Decreto Ley N° 910 de 1975, situación que se repitió en forma generalizada en todas las urbanizaciones, hasta antes de la promulgación de la Ley N° 20.259, así lo señala Oficio Ordinario N° 09 de fecha 5 de enero de 2011, emanado de la señora Directora Regional del SERVIU Región de Magallanes y Antártica Chilena. 

18).- Que respecto a lo anteriormente descrito, en primer lugar, cabe señalar que la mención en forma genérica de la posibilidad de utilizar el beneficio en las Bases Administrativas Especiales, al emplear la palabra podría, no es garantía de su procedencia, a mayor abundamiento, es el proponente adjudicatario quién acoge el beneficio, el cual no puede ser sino dentro del marco legal, esto es, cumpliéndose todos los requisitos, los que estando contenidos en la ley se presumen conocidos. Y Por otro lado, desde el punto de vista de las competencias que le son propias a cada Servicio Público, al SERVIU, y conforme al Decreto Supremo N° 355, de Vivienda y Urbanismo, de 1976 que lo crea, le corresponde adquirir terrenos, efectuar subdivisiones prediales, formar loteos, proyectar y ejecutar urbanizaciones, proyectar y llevar a cabo remodelaciones, construir viviendas individuales, poblaciones, conjuntos habitacionales y barrios, obras de equipamiento comunitario, formación de áreas verdes y parques industriales, vías y obras de infraestructura y, en general, cumplir toda otra función de preparación o ejecución que permita materializar las políticas de vivienda y urbanismo y los planes y programas aprobados por el Ministerio. Toda actuación ajena a esto sería contraria a la Constitución, según lo dispuesto en los artículos 6 y 7 de la Carta Fundamental. 

19).- Que establecida la competencia del SERVIU, resultaría ilegal, más aún inconstitucional, cualquier pronunciamiento o resolución emitida por el SERVIU relativa a materias tributarias internas, cómo lo es, la procedencia del crédito especial de las empresas constructoras, de ahí que las referencias a la utilización del beneficio sean de carácter general y eventuales, recayendo la responsabilidad finalmente en el adjudicatario quien al acogerse al beneficio se somete a la legislación vigente, siendo eventualmente fiscalizado, como ocurrió en el caso de autos. 

20).- Que XXXXX, inició actividades el año 1993, por tanto no puede sino conocer los derechos y obligaciones que como contribuyente del Impuesto al Valor Agregado al ser una empresa constructora le empecen. 

Concluye su escrito solicitando al Tribunal que el reclamo sea rechazado en todas sus partes. 

Cuatro.- Que con fecha 24 de abril de 2012, a fojas 171 se recibe la causa a prueba, complementada por la resolución de fojas 220 y siguientes, confirmada por la Ilustrísima Corte de Apelaciones de Punta Arenas con fecha 24 de julio de este mismo año, rolante a fojas 2.177, fijándose como puntos substanciales, pertinentes y controvertidos, los siguientes: 

1).- Efectividad de las zonas del plan regulador de la comuna de Punta Arenas en que se emplazó la obra denominada “Costanera del Estrecho Punta arenas, Tramo I Región de Magallanes”. Usos y construcciones permitidas y no permitidas en esas zonas conforme a dicho instrumento de planificación comunal. Antecedentes y circunstancia que lo acreditan. 

2).- Efectividad de las obras realizadas por la reclamante en el marco del proyecto denominado “Costanera del Estrecho Punta Arenas, Tramo I Región de Magallanes”, fecha y finalidad de las mismas. Antecedentes y circunstancia que lo acreditan. 

3).- Efectividad de haberse cumplido por el Servicio de Impuestos Internos con los requisitos legales en la confección y emisión de las liquidaciones reclamadas. 

4).- Efectividad que la reclamante, al momento de ejecutar las obras enmarcadas dentro del proyecto denominado “Costanera del Estrecho Punta Arenas, Tramo I Región de Magallanes”, cumplía con los requisitos necesarios para invocar la franquicia consagrada en el artículo 21° del Decreto Ley N° 910 de 1975. En específico, efectividad que las obras ejecutadas por la reclamante benefician exclusivamente a viviendas, en su caso, existencia de obras complementarias a ellas. Hechos y circunstancias que lo constituyen. 

5).- Efectividad de que el Servicio de Impuestos Internos, conforme a la interpretación emanada del mismo respecto al uso del Crédito Especial del artículo 21 del D.L. 910 de 1975, ha aprobado el uso de dicho crédito por parte de empresas constructoras en obras de urbanización como la que corresponde a la de autos. 

Dicha sentencia interlocutoria de prueba fue notificada válidamente a las partes según consta a fojas 173 y siguiente de autos. 

Cinco: A fojas 1898 se certificó por el Señor Secretario Subrogante que el término probatorio se encontraba vencido y que no existían diligencias probatorias pendientes. 

Seis: A fojas 1.914, se citó a las partes a oír sentencia. 

Siete: A fojas 2.180 se dictaron dos medidas para mejor resolver. 

Ocho: A fojas 2.190 se agregó a la causa oficio del Servicio de Urbanismo y Vivienda de Magallanes y Antártica Chilena. 

Nueve: A fojas 2.193 se dejó sin efecto la medida para mejor resolver, atendido a que no fue evacuada la información solicitada en tiempo oportuno. 

CON LO RELACIONADO Y CONSIDERANDO: 

PRIMERO: Que a fojas 106 y siguientes comparece la contribuyente XXXXX, RUT N° XX.XXX.XXX-X, representada legalmente por don AAAAA, RUT N° A.AAA.AAA-A, ambos domiciliados en Barrio Industrial, Sitio 3, Punta Arenas, interponiendo reclamo ante este Tribunal conforme al Procedimiento General de Reclamaciones establecido en los artículos 123 y siguientes del Código Tributario, solicitando lo siguiente: 

a).- Acoger el reclamo en todas sus partes; 

b).- Anular y dejar sin efecto las Liquidaciones N°s. 2, 3, 4, 5, 6, 7, 8, 9, 10, 11, 12, 13, 14, 15, 16, 17, 18, 19, 20, 21 y 22 todas de fecha 11 de enero de 2011; 

c).- Anular y dejar sin efecto, como consecuencia de lo anterior, los Giros de Impuestos Folio 07 N°s. 101566885-3, 101567025-4, 101567115-3, 101567155-2, 101567185-7, 101567205-2, 1015675255-9, 101567295-8, 101567305-9, 101567725-9, 101567735-6, 101567745-3, 101567755-0, 101567765-8, 101567775-5, 101567785-2, 101567795-k, 101567815-8, 101568165-5, 101568215-5 y 101568245-7. 

d).- Ordenar al Servicio de Impuestos Internos la restitución de las sumas pagadas por los giros señalados, más reajustes e intereses que proceden en derecho; 

e).- Condenar en costas al Servicio de Impuestos Internos. 

Todo de conformidad a los argumentos expresados en el número uno de la parte expositiva. 

En su presentación la parte reclamante acompañó los siguientes documentos fundantes, y que rolan de la siguiente forma: 

1).- A fojas 1 y siguientes copia autorizada de Escritura Pública de fecha 29 de abril de 2011, otorgada ante el Notario Público de Punta Arenas, don Horacio Silva Reyes, en la cual consta personería de don AAAAA para representar a XXXXX 

2).- A fojas 9 y siguientes fotocopia simple de las Liquidaciones N°s. 2, 3, 4, 5, 6, 7, 8, 9, 10, 11, 12, 13, 14, 15, 16, 17, 18, 19, 20, 21 y 22, todas de fecha 11 de enero de 2011. 

3).- A fojas 18 y siguientes fotocopia simple de los formularios de Giros y Comprobante de Pago de Impuestos Folio 07 N°s. 101566885-3, 101567025-4, 101567115-3, 101567155-2, 101567185-4, 101567205-2, 101567255-9, 101567295-8, 101567305-9, 101567725-9, 101567735-6, 101567745-3, 101567755-0, 101567765-8, 101567775-5, 101567785-2, 101567795-K, 101567815-8, 101568165-5, 101568215-5 y 101568245-7, todos de fecha 25 de mayo de 2011. 

4).- A fojas 39 y siguientes fotocopia de la Solicitud de Revisión de la Actualización Fiscalizadora de fecha 18 de febrero de 2011, y de Resolución Exenta N° 1299 de fecha 30 de abril de 2011. 

5).- A fojas 82 copia autorizada de Certificado N° 290, emitido por el Servicio de Vivienda y Urbanismo Región de Magallanes y Antártica Chilena, de fecha 14 de diciembre de 2011. 

6).- A fojas 83 fotocopia de Certificado N° 207/2010, emitido por el Servicio de Vivienda y Urbanismo Región de Magallanes y Antártica Chilena, de fecha 15 de junio de 2010. 

7).- A fojas 84 fotocopia Certificado N° 05, emitido por la Dirección de Obras Municipales de Punta Arenas, de fecha 1 de febrero de 2011. 

8).-A fojas 85 y siguientes Ordinario N° 1.834, emitido por el Servicio de Impuestos Internos, de fecha 27 de mayo de 2009, en relación a la aplicación del beneficio establecido en el artículo 21, del Decreto Ley N° 910, de 1975, respecto de labores preparatorias de demolición, excavación y otras anteriores a la construcción de un edificio. 

9).- A fojas 90 y siguientes Oficio N° 96, emitido por el Servicio de Impuestos Internos, de fecha 6 de enero de 2004, referente a la procedencia del Crédito Especial del artículo 21 del Decreto Ley N° 910, de 1975, en contratos de pavimentación. 

10).- A fojas 93 y siguiente Ordinario N° 610, emitido por el Servicio de Impuestos Internos, de fecha 29 de septiembre de 2009, respecto a la circular N° 71 de 11 de octubre de 2001. 

11).- A fojas 95 y siguientes texto de la sentencia de la Ilustrísima Corte de Apelaciones de Talca, causa rol 1671-08, de fecha 10 de diciembre de 2009. 

12).- A fojas 98 y siguientes Ordinario N° 2.402, emitido por el Servicio de Impuestos Internos, de fecha 27 de julio de 2009, referente a una consulta respecto a la procedencia del Crédito Especial del artículo 21, del Decreto Ley N° 910, a proyecto de pavimentación aprobado por el Serviu. 

13).- A fojas 102 y siguientes Ordinario N° 1.196, emitido por el Servicio de Impuestos Internos, de fecha 28 de abril de 2005, referente a una consulta respecto a la procedencia del Crédito Especial del artículo 21, del Decreto Ley N° 910, de 1975. 

SEGUNDO: Que a fojas 137 y siguientes comparece don Elías Sánchez Ávila, Director Subrogante de la XII Dirección Regional del Servicio de Impuestos Internos, quien debidamente facultado para ello evacuó el traslado otorgado a fojas 133, solicitando que la reclamación interpuesta fuera rechazada en todas sus partes, todo conforme a los argumentos de hecho y de derecho que se expresan en el número tres de la parte expositiva de esta sentencia. 

En dicha presentación se acompañó, con citación, fotocopia de la Resolución Exenta número quinientos once, de fecha 18 de marzo de 2008, en la que consta la calidad de Directora de la XII Dirección Regional del Servicio de Impuestos Internos por parte de doña Rita de Lourdes Astorga MC Donald y fotocopia de Resolución Exenta N° cuatro mil quinientos quince, de fecha 14 de abril de 2001, en la que consta la calidad de Director Subrogante de la XII Dirección Regional del Servicio de Impuestos Internos por parte de don Elías Sánchez Ávila. 

TERCERO: Que en virtud de lo expuesto y conforme al mérito de autos, constituyen hechos no controvertidos en el proceso, los siguientes: 

a).- La parte reclamante, XXXXX, ejecutó la obra denominada “Construcción Costanera del Estrecho de Punta Arenas, Tramo I. Región de Magallanes y Antártica Chile”, rolante a fojas 364, mediante un contrato general de construcción a suma alzada. 

b).- El proyecto “Construcción Costanera del Estrecho de Punta Arenas, Tramo I. Región de Magallanes y Antártica Chile”, ejecutado por la parte reclamante contemplado en la Licitación Pública Nº4 de 2007, se realizó para la construcción de “obras que consisten en la intervención completa del Borde Costero entre las calles José Menéndez y Río Las Minas, todos los cuellos de las calles que se conectan con la Costanera”, según se indica en fojas 369 de autos, y dicho proyecto no contemplaba construir ni reparar viviendas habitacionales. 

c) Las Liquidaciones Nº 2 a 22, todas de fecha 11 de enero de 2011, fueron practicadas debido a la diferencias de impuestos derivadas de la utilización improcedente del Crédito Especial de Empresas Constructoras contenido en el artículo 21 del Decreto Ley N° 910 de 1975, dentro de los años 2007 a 2009, por la ejecución de la obra denominada “Construcción Costanera del Estrecho Punta Arenas, Tramo I. Región de Magallanes y Antártica Chilena”, por la parte reclamante. 

Respecto de lo anterior, las partes rindieron prueba abordando o precisando tales hechos, razón por la cual el Tribunal hará el análisis de rigor respecto los antecedentes aportados. 

CUARTO: Que habiéndose fijado como puntos sustanciales, pertinentes y controvertidos los señalados en el número cuatro de la parte expositiva, es respecto de ellos que las partes aportaron al proceso las probanzas que estimaron procedentes, y que son las que se señalarán, analizarán y ponderarán en los considerandos siguientes. 

QUINTO: Que con la finalidad de acreditar sus pretensiones, la parte reclamante rindió dentro del término probatorio las siguientes pruebas: 

I.- DOCUMENTAL: 
a).- Documentos que obran físicamente en el expediente: 
1).- A fojas 191 y siguientes rola Ordinario N° 2.402 de fecha 27 de julio de 2009, respecto a la consulta de la procedencia del Crédito Especial del artículo 21, del Decreto Ley N° 910, a proyectos de pavimentación aprobado por el Serviu. 

2).- A fojas 659 rola copia comprobante contable recuperación Impuesto a la Renta de don Osvaldo Vásquez Rubilar. 

3).- A fojas 660 rola fotocopia informe de devoluciones de renta Año Tributario 2009 con su respectivo cheque por un valor de $162.627.868. 

4).- A fojas 661 rola fotocopia comprobante depósito Osvaldo Vásquez de fecha 29 de junio de 2010 por un valor de $162.627.868.- 

5).- A fojas 664 y siguiente rola copia de Carta Operación IVA N° 3726 de 31 de marzo de 2004, referente a la Declaración Mensual Formulario 29, Folio N° 73577755 del periodo Tributario enero de 2004. 

6).- A fojas 666 rola fotocopia factura N° 8302, de fecha 30 de enero de 2004, correspondiente al Estado de Pago N° 4 “Pavimentación mínima poblaciones Bucksbaum y Calixto, Punta Arenas, XII Región. 

7).- A fojas 667 rola fotocopia de factura N° 8380, de fecha 31 de enero de 2004, correspondiente al estado de pago N° 9 y10 “Proyecto y construcción 20 viviendas sociales dinámicas sin dedua en Porvenir, código B.I.P. N° 20181232-0. 

8).- A fojas 668 y siguientes rola copia de documento denominado Lista de Antecedentes, Trato Directo N°01/03 “Pavimentación Mínima Poblaciones Bucksbaum y Calixto”. 

9).- A fojas 681 rola copia de Ordinario N° 293, de fecha 19 de febrero de 2003. 

10).- A fojas 682 rola copia de documento denominado Aclaración N° 01/2003, “Pavimentación Mínima Poblaciones Bucksbaum y Calixto”. 

11).- A fojas 683 y siguiente rola copia de documento denominado Anexo N° 1, Normas de Presentación de la Propuesta, Trato Directo N° 01/2003. 

12).- A fojas 685 y siguientes rola copia de documento denominado Anexo N° 3, Memoria de Cantidades Estimativas, Trato Directo N° 01/2003 

13).- A fojas 689 rola copia de Ordinario N° 276, del Director del Serviu, de fecha 13 de febrero de 2003. 

14).- A fojas 690 y siguiente rola copia de documento denominado Formulario Oferta para Trato Directo N°1/2003, de fecha 21 de febrero de 2003. 

15).- A fojas 695 rola Plano zonificado del borde costero de la ciudad de Punta Arenas, entre calles José Menéndez y Mejicana. 

16).- A fojas 696 y siguientes rola copia Ordenanza Plan Regulador Comunal de Punta Arenas, vigente al 02 de febrero de 2012, emitido por la Ilustre Municipalidad de Punta Arenas. 

17).- A fojas 765 y siguientes rola copia del Decreto Ley N° 1305 de 19 de febrero de 1976, que reestructura y regionaliza el Ministerio de Vivienda y Urbanismo. 

18).- A fojas 780 y siguientes rola copia de Decreto N° 355 de Vivienda y Urbanismo de 1976, que aprueba el Reglamento Orgánico de los Servicios de Vivienda y Urbanización. 

19).- A fojas 813 rola carta aviso de término de revisión de la contribuyente XXXXX, de fecha 21 de julio de 2003. 

20).- A fojas 814 rola Acta de recepción y/o entrega documentación XXXXX, emanada del Servicio de Impuestos Internos, con fecha 10 de junio de 2003. 

21).- A fojas 815 rola Notificación N° 135, de fecha 02 de junio de 2003, requiriendo antecedentes IVA e Impuesto a la Renta. 

22).- A fojas 816 y siguientes rolan fotocopia facturas de la contribuyente XXXXX, números 5723, 5724, 6198, 6293, 6414, 6485, 5375, 5492, 5650, 5868, 5869, 5306, 5494, 5652, 5859, 6326, 6446, 5305, 5493, 5651, 5860, 6327, 6447, 5371, 5499, 5655, 5865, 6010, 6193, 6450, 5372, 5497, 5656, 5866, 6007, 6190, 6451, 5495, 5657, 5863, 6011, 6192, 6452, 5498, 5658, 5864, 6008, 6194, 6453, 5496, 5654, 5862, 6006, 6191, 6449, 6197, 6296, 6412, 6520, 5304, 5564, 5791, 5895, 6297, 6214, 6312, 6013, 6187 y 6448, que dan cuenta de una serie de estados de pagos de diversos proyectos de pavimentación y construcción en la XII Región de Magallanes y Antártica Chilena. 

23).- A fojas 885 y siguientes rola Bases Administrativas Especiales Licitación Pública N°8/00, denominado “Construcción Diversas Calles de las Comunas de Punta Arenas y Porvenir”. 

24).- A fojas 912 y siguientes rola Aclaración N° 1 Licitación Pública N° 08/00 “Construcción Diversas Calles de las Comunas de Punta Arenas y Porvenir”. 

25).- A fojas 919 y siguientes rola copia de la Licitación Pública de la Contratación de Obras a suma Alzada D.S.29/84, “Construcción de Diversas Calles de las Comunas de Punta Arenas y Porvenir”. 

26).- A fojas 931 y siguiente rola Anexo N° 1 Normas de Presentación de la Propuesta Licitación Pública N° 08/2000 “Construcción Diversas Calles de las Comunas de Punta Arenas y Porvenir”. 

27).- A fojas 933 y siguiente rola Anexo N° 2. Apertura de la propuesta Licitación Pública N° 08/2000 “Construcción Diversas Calles de las Comunas de Punta Arenas y Porvenir”. 

28).- A fojas 935 y siguientes rola Anexo 3 Memoria de cantidades de obras estimativas Licitación Pública N° 08/2000 “Construcción Diversas Calles de las Comunas de Punta Arenas y Porvenir”. 

29).- A fojas 940 rola copia formulario Anexo Licitación Pública N° 08/00 Construcción Diversas Calles de las Comunas de Punta Arenas y Porvenir”. 

30).- A fojas 941 y siguientes rola Bases Administrativas Especiales Licitación Pública N° 5/2002. 

31).- A fojas 961 y siguientes rola Especificaciones Técnicas Generales Licitación Pública 5/2002. 

32).- A fojas 1.016 y siguientes rolan fotocopia de facturas de la contribuyente XXXXX, números 9913, 10404, 10566, 10711, 11001, 10153, 10359, 9916, 10052, 10152, 10456, 10526, 10525, 10722, 11010, 11210, 11209, 11308, 11693, 11694, 11745, 12441, 12442, 12649, 12808, 13128, 13193, 13335, 13481, 13639, 13769, 13908, 12648, 13027, 13192, 13212, 13336, 13480, 13768, 10341, 9831, 10342, 9685, 10212, 10324, 11002, nota de crédito N° 0939, correspondiente a los años 2004 al 2007 y que tienen relación con programas de pavimentación participativa comunas de Punta Arenas, Natales y Laguna Blanca, construcción de Avenida Eduardo Frei Montalva en la ciudad de Punta Arenas, construcción de calle Los Flamencos de la ciudad de Punta Arenas y construcción calle Ramón Carnicer de la ciudad de Punta Arenas. 

33).- A fojas 1.063 y siguientes rolan fotocopias facturas de la contribuyente XXXXX, números 9686, 9983, 10211, 10323, 11004, 15161, 15357, 15717, 15530, 16550, 16787, 16804, 16300, 16176, 15892, 15978, 16806, 16807, correspondientes a los estados de pagos de las obras de construcción de calle Hornillas, Costanera del Estrecho Tramo I, de la ciudad de Punta Arenas y anticipo de la obra denominada Construcción diversas calles en Puertos Natales y Porvenir y colector de aguas lluvias en Punta Arenas. 

34).- A fojas 1.081 y siguientes rolan fotocopias facturas de la contribuyente XXXXX, números 9317, 9357, 9627, 9095, 9446, 9698, 8983, 9249, 9099, 9250, 9433, 9663, notas de crédito 937, 938, correspondientes a estados de pagos de las obras Décimo Tercer llamado Programa Pavimentación participativa comuna de Punta Arenas, construcción red de distribución de gas natural comprimido en Cerro Castillo, comuna de Torres del Paine y construcción Avenida Eduardo Frei Montalva de la ciudad de Punta Arenas. 

35).- A fojas 1.095 y siguientes rolan fotocopias facturas de la contribuyente XXXXX, números 9247, 8985, 9098, 9248, 9356, 9474, 9647, 4327, 4428, 3966, 4096, 4226, 4329, 4429, 4097, 4230, 4328, 4427, 4030, 4098, 4229, 4326, 4426, 4717, 5724, 4029, 4099, 4228, 4325, 4430, 4719, 4984, 5723, 6708, 6707, 6754, 6787, 6915, 7136, 7212, 7294, 7296, 7297, 7581, 7741, 6701, 6872, 6976, 6703, 6875, 6969, 7071, 7200, 7262, 5153, 5496, 5654, 5862, 6191, 6449, 6891, 6893, 6892, 5152, 6744, 5154, 5172, 6705, 6704, 5095, 5173, 4916, 5132, 3170, 3227, 3300, 3445, 3594, 3709, 3805, 2378, 2470, 2481, 2589, 2771, 2851, 2960, 3071, 3165, 3226, 3301, 3444, 3593, 3710, 3806, 4384, 1708, 1879, 2009, 2112, 2195, 2480, 1644, 1736, 1844, 1981, 2030, 2189, 2340, 2568, 2571, 1645, 1737, 1843, 1982, 2031, 2188, 2339, 2567, 1432, 1492, 1613, 1674, 1832, 2011, 718, 754, 825, 947, 1004, 1113, 1431, 719, 757, 824, 946, 1016, 1116, 194, 201, 226, 241, 255, 197, 214, 243, 256, 295, 348, 196, 213, 242, 257, 312, 349, 7893, 7970, 8141, 7971, 8140, 9096, 9221, correspondiente a estados de pagos obras denominadas construcción calle Los Flamencos Oriente, Punta Arenas, calle Angamos de la ciudad de Punta Arenas, calle Cardenal Samoré, calle Federico Errázuriz, construcción pavimento vías de acceso Loteo Río de las Minas, construcción Avenida República Costanera Norte Río de las Minas, construcción 20 viviendas básicas en Porvenir, construcción de 20 viviendas sociales dinámicas sin deuda en Porvenir, Obras de Infraestructura urbana en la XII Región, programa de pavimentación participativa undécimo llamado comunas de Punta Arenas, Puerto Natales y Primavera, XII Región, construcción calle Carlos Bories en Porvenir, construcción calle Oscar Viel en Porvenir, construcción calle Manuel Bulnes en Porvenir, calle Mariano Guerrero en Porvenir, calles Patrullero Ruiz y Otras, comuna de Navarino, construcción calle Yelcho en Puerto Williams, calle Enrique Abello en Punta Arenas, contrato Resolución N° 13 del 30 de mayo del 2000, contrato Resolución N° 033 del 08 de julio de 1999, contrato Resolución N° 65 del 22 de diciembre de 1998, contrato Resolución N° 1522 del 21 de diciembre de 1998, contrato Resolución N° 1523 del 21 de diciembre de 1998, programas de pavimentos participativos año 1998, Contrato resolución N° 75 del 20 de noviembre de 1997, programas de pavimentos participativos año 1997, construcción calle Gaspar Marín año 1996 de la ciudad de Punta Arenas, calle Blanco Encalada año 1996 de la ciudad de Punta Arenas, calle José Miguel Infante de la ciudad de Punta Arenas, pavimentación mínima poblaciones Bucksbaum y Calixto de la ciudad de Punta Arenas, Contrato Resolución N° 42 del 22 de agosto de 2003. 

36).- A fojas 1.257 rola copia Ordinario N° 3974, de fecha 5 de septiembre de 2003, del Jefe del Departamento Técnico del Serviu VI Región dirigido al Director Regional del Servicio de Impuestos Internos de la VI Región Dirección Regional Rancagua. 

37).- A fojas 1.258 y siguiente rola copia del Ordinario N° 418, de 17 de septiembre de 2003, del Director Regional del Servicio de Impuestos Internos de la VI Región Dirección Regional Rancagua, dirigido al Jefe del Departamento Técnico del Serviu VI Región. 

38).- A fojas 1.260 y siguientes rola copia simple de la solicitud de quiebra, deducida por Osvaldo Vásquez Rubilar, de fecha 16 de diciembre de 2008. 

39).- A fojas 1.263 rola copia del Balance General, presentado por Osvaldo Vásquez Rubilar, en los autos Rol N°2003-2008, de fecha 16 de diciembre de 2008. 

40).- A fojas 1.264 y siguientes rola copia del Acta de la Primera Junta Ordinaria de Acreedores de la Quiebra de Osvaldo Desiderio Vásquez Rubilar, de fecha 11 de junio de 2009. 

Todos los documentos anteriores fueron acompañados con citación. 

b).- Documentos que obran en custodia en Secretaría del Tribunal: 
1).- Copia simple de los antecedentes del Proceso de Licitación de la Obra denominada “Construcción Costanera del Estrecho de Punta Arenas, Tramo I, Región de Magallanes y Antártica Chilena”, de junio de 2007. 

2).- Legajo de documentos que abarcan desde el proceso de licitación hasta la recepción final de la obra denominada “Construcción Costanera del Estrecho Tramo I, Punta Arenas”. 

El documento singularizado en el número 2 fue acompañado con citación. 

Los documentos anteriores no fueron impugnados por la parte reclamada. 

II.- TESTIMONIAL: 
Consta de fojas 1.003 a fojas 1.012, ambas inclusive, que declararon los testigos doña Gloria Ramírez Berríos, don Juan Pablo Jainaga Mallagaray y don Jorge Luis Calisto Silva. 

III.- INSPECCIÓN DEL TRIBUNAL: 
A fojas 2.184 rola la diligencia probatoria de inspección personal del Tribunal, a la obra denominada Construcción Costanera del Estrecho Tramo I, Punta Arenas”, efectuada con fecha 13 de septiembre de 2012, con la asistencia del abogado de la parte reclamante don Gian Mario Passano León y la abogada de la parte reclamada doña Macarena Acuña Garay, conjuntamente con el Tribunal. 

IV.- OFICIOS. 
a).- A fojas 1.441 con fecha 05 de julio de 2012 rola oficio ordinario número 403 de la Dirección de Obras Municipales, adjuntando los siguientes documentos, que rolan como sigue: 

1).- A fojas 1.436, Certificado de Recepción Definitiva N° 123 del 25 de junio de 2007, de la propiedad ubicada en Avenida Cristóbal Colón N°1290. 

2).- A fojas 1.437, Certificado de Recepción Definitiva N° 032 del 19 de abril de 1989, de la propiedad ubicada en Avenida Cristóbal Colón N° 1255. 

3).- A fojas 1.438, Certificado de Recepción Definitiva N° 116 del 3 de junio de 2010, de la propiedad ubicada en calle Quillota N° 873. 

4).- A fojas 1.439, Permiso de Edificación N° 24 del 20 de diciembre de 1937, de la propiedad ubicada en calle José Menéndez N° 1073. 

5).- A fojas 1.440, Permiso de Edificación N° 1171 del 28 de octubre de 2009, de la propiedad ubicada en Avenida Cristóbal Colón N° 1278. 

b).- A fojas 1.866 con fecha 12 de julio de 2012 rola oficio ordinario número 1234 del SERVIU Región de Magallanes y Antártica Chilena, remitiendo la siguiente información, que rola como sigue: 

1).- A fojas 1.446 y siguientes, Licitación Pública ID 638-43-LP08, denominado “Construcción Diversas Calles y Plaza en Cerro Castillo y Puerto Natales, Región de Magallanes y Antártica Chilena”. 

2).- A fojas 1.484 y siguientes rola Licitación Pública ID 638-11056-LP08, denominada “Construcción Diversas Calles en Puerto Natales y Porvenir y Colector de Aguas Lluvias en Punta Arenas”. 

3).- A fojas 1.537 y siguientes rola Licitación Pública N° 03-2006, denominada “Programa de Pavimentos Participativos decimoquinto llamado comuna de Punta Arenas, Región de Magallanes y Antártica Chilena”. 

4).- A fojas 1.676 y siguientes rola Licitación Pública N° 04-2006, denominada “Programa de Pavimentos Participativos decimoquinto llamado comuna de Punta Arenas, Natales y Laguna Blanca, Región de Magallanes y Antártica Chilena”. 

5).- A fojas 1.853 y siguientes rola Licitación Pública N° 04-2007, denominada “Construcción Costanera del Estrecho Tramo I, Punta Arenas, Región de Magallanes y Antártica Chilena”. 

SEXTO: Que también con la finalidad de acreditar sus pretensiones, la parte reclamada rindió dentro del término probatorio las siguientes pruebas: 

I.- DOCUMENTAL: 
a).- Documentos que obran físicamente en el expediente: 
1).- A fojas 209 y siguiente rola copia de sentencia emanada de la Ilustrísima Corte de Apelaciones de Santiago, de fecha 18 de mayo de 1998, causa Rol N° 659-95. 

2).- A fojas 252 rola Formulario 3301 Folio 0129446, notificación a la contribuyente XXXXX, de fecha 5 de noviembre de 2010, respecto a la revisión de IVA Decreto Ley N° 825 de 1974, de los periodos tributarios diciembre 2007 a septiembre 2010. 

3).- A fojas 253 y siguientes rola Formulario 3309 de fecha 6 de diciembre de 2010, Acta de Recepción/Entrega y/o Acceso documentación. 

4).- A fojas 256 rola Formulario 3309 de fecha 5 de enero de 2011, Acta de Recepción/Entrega y/o Acceso documentación. 

5).- A fojas 257 y siguiente rola Formulario 3309 de fecha 9 de mayo de 2012, Acta de Recepción/Entrega y/o Acceso documentación. 

6).- A fojas 259 rola Oficio Ordinario N° 045 de fecha 8 de junio de 2010, emitido por el Servicio de Impuestos Internos, en el cual se solicita información al Servicio de Vivienda y Urbanismo, respecto de la Propuesta Pública N° 04/2007 del proyecto denominado Construcción Costanera del Estrecho Tramo I, Punta Arenas. 

7).- A fojas 260 rola Ordinario N° 875 de fecha 9 de junio de 2010, emanado por el Servicio de Vivienda y Urbanismo Región de Magallanes y Antártica Chilena, remitiendo información solicitada en oficio descrito en el punto anterior. 

8).- A fojas 261 y siguiente rola copia sentencia de fecha 5 de noviembre de 1999 de la Corte de Apelaciones de Punta Arenas, en causa Rol N° 9216. 

9).- A fojas 263 rola copia sentencia de fecha 29 de enero de 2002, en causa ROL N° 3.833-200. 

10).- A fojas 264 y siguientes rola Circular N° 58 de fecha 21 de septiembre de 2000, respecto al Procedimiento de Auditoría. 

11).- A fojas 273 y siguientes rola Circular N° 67 de fecha 26 de septiembre de 2001, respecto a instrucciones relativas a la aplicación de las normas de la Ley 18.320. 

12).- A fojas 291 y siguientes rola Circular N° 26 de fecha 5 de agosto de 1987, en la cual se imparte instrucciones generales sobre las modificaciones contenidas en la Ley 18.630, que incorporó la actividad de la construcción al Impuesto al Valor Agregado. Utilización como crédito fiscal del IVA soportado por construcción de inmuebles antes de la fecha de publicación de la Ley. Nuevo texto del artículo 21 del Decreto Ley N° 910, de 1975. 

13).- A fojas 342 y siguientes rola Circular N° 52 de fecha 15 de septiembre de 2008, en la cual se imparten instrucciones sobre modificaciones introducidas al artículo 21 del Decreto Ley N° 910, de 1975 por el artículo 5° de la Ley 20.259 del 25 de marzo de 2008. 

14).- A fojas 349 y siguientes rola Circular N° 39 de fecha 25 de junio de 2009, la cual complementa instrucciones contenidas en la circular N° 52 de fecha 15 de septiembre de 2008, sobre modificaciones introducidas al artículo 21 del Decreto Ley N° 910, de 1975 por el artículo 5° de la Ley 20.259. 

15).- A fojas 352 y siguientes rola copia Descripción del Proyecto Licitación Pública N° 04/2007, denominado Construcción Costanera del Estrecho Punta Arenas, Tramo I. Región de Magallanes y Antártica Chilena. 

16).- A fojas 364 y siguientes rola copia Bases Administrativas Especiales Propuesta Pública N° 04/2007. 

17).- A fojas 395 y siguientes rola copia de Especificaciones Técnicas Proyecto Construcción Costanera del Estrecho Tramo I. 

18).- A fojas 511 y siguientes rola Resolución N° 42 de fecha 15 de mayo de 2007, en donde se aprueba las bases de licitación de la Propuesta Pública N° 04/2007. 

19).- A fojas 514 y siguiente rola Resolución Acta de Adjudicación, Licitación Pública N° 04/2007. 

20).- A fojas 516 y siguientes rola Resolución N° 168 de fecha 20 de noviembre de 2007. 

21).- A fojas 522 y siguiente rola Formulario oferta, presentado por XXXXX, respecto de la Licitación Pública N° 04/2007. 

22).- A fojas 534 rola fotocopia de Factura N° 14646, de fecha 20 de diciembre de 2007, en la que se detalla el Estado de Pago N° 1 “Construcción Costanera del Estrecho, Tramo I, Punta Arenas”. 

23).- A fojas 535 rola fotocopia de Factura N° 15161, de fecha 25 de marzo de 2008, en la que se detalla el Estado de Pago N° 2 y 3, “Construcción Costanera del Estrecho, Tramo I, Punta Arenas”. 

24).- A fojas 536 rola fotocopia de Factura N° 15357, de fecha 25 de abril de 2008, en la que se detalla el Estado de Pago N° 4 “Construcción Costanera del Estrecho, Tramo I, Punta Arenas”. 

25).- A fojas 537 rola fotocopia de Factura N° 15530, de fecha de 23 de mayo de 2008, en la que se detalla el Estado de Pago N° 5 “Construcción Costanera del Estrecho, Tramo I, Punta Arenas”. 

26).- A fojas 538 rola fotocopia de Factura N° 15717, de fecha 23 de junio de 2008, en la que se detalla el Estado de Pago N° 6 “Construcción Costanera del Estrecho, Tramo I, Punta Arenas”. 

27).- A fojas 539 rola fotocopia de Factura N° 15892, de fecha 22 de julio de 2008, en la que se detalla el Estado de Pago N° 7 “Construcción Costanera del Estrecho, Tramo I, Punta Arenas”. 

28).- A fojas 540 rola fotocopia de Factura N° 15978, de fecha 18 de agosto de 2008, en la que se detalla el Estado de Pago N° 8 “Construcción Costanera del Estrecho, Tramo I, Punta Arenas”. 

29).- A fojas 541 rola fotocopia de Factura N° 16176, de fecha 13 de septiembre de 2008, en la que se detalla el Estado de Pago N° 9 “Construcción Costanera del Estrecho, Tramo I, Punta Arenas”. 

30).- A fojas 542 rola fotocopia de Factura N° 16300, de fecha 20 de octubre de 2008, en la que se detalla el Estado de Pago N° 10 “Construcción Costanera del Estrecho, Tramo I, Punta Arenas”. 

31).- A fojas 543 rola fotocopia de Factura N° 16550, de fecha 07 de noviembre de 2008, en la que se detalla el Estado de Pago N° 11 “Construcción Costanera del Estrecho, Tramo I, Punta Arenas”. 

32).- A fojas 544 rola fotocopia de Factura N° 016787, de fecha 11 de diciembre de 2008, en la que se detalla el Estado de Pago N° 12 “Construcción Costanera del Estrecho, Tramo I, Punta Arenas”. 

33).- A fojas 545 rola fotocopia de Factura N° 016804, de fecha 29 de diciembre de 2008, en la que se detalla el Estado de Pago N° 13 “Construcción Costanera del Estrecho, Tramo I, Punta Arenas”. 

34).- A fojas 546 rola fotocopia de Factura N° 17143, de fecha 26 de febrero de 2009, en la que se detalla el Estado de Pago N° 14 “Construcción Costanera del Estrecho, Tramo I, Punta Arenas”. 

35).- A fojas 547 rola fotocopia de Factura N° 17516, de fecha 27 de abril de 2009, en la que se detalla el Estado de Pago N° 15 “Construcción Costanera del Estrecho, Tramo I, Punta Arenas”. 

36).- A fojas 548 y siguientes rola Ordenanza Plan Regulador Comunal de Punta Arenas. 

37).- A fojas 617 rola Certificado de Avalúo Fiscal, Rol N° 01716-00011, de la propiedad ubicada en Avenida Colón N° 1290, y cuyo destino es Hotel. 

38).- A fojas 618 rola Copia Certificado de Recepción Definitiva N° 123, Rol N° 01716-00011, de 25 de junio de 2007. 

39).- A fojas 619 rola certificado de Avalúo Fiscal, Rol N° 01717-00005, de la propiedad ubicada en Avenida Colón N° 1255 y cuyo destino es bodega y almacenaje. 

40).- A fojas 620 rola Copia Certificado de Recepción Definitiva N° 032, Rol N° 01717-00005 de 19 de abril de 1989. 

41).- A fojas 621 rola Certificado de Avalúo Fiscal, Rol N° 01717-00002, de la propiedad ubicada en calle Quillota N° 873 LT.1 de la ciudad de Punta Arenas y cuyo destino es comercio. 

42).- A fojas 622 rola Copia Certificado de Recepción Definitiva N° 116, Rol N° 01717-00002, de fecha 3 de junio de 2010. 

43).- A fojas 623 rola Certificado de Avalúo Fiscal Rol N° 01716-00009, del sitio eriazo ubicado en calle Ignacio Carrera Pinto N° 1355 de la ciudad de Punta Arenas. 

44).- A fojas 624 rola Certificado de Avalúo Fiscal Rol N° 01717-00003, de la propiedad ubicada en Avenida Colón N° 1209 LT A de la ciudad de Punta Arenas y cuyo destino es comercio. 

45).- A fojas 625 rola Certificado de Avalúo Fiscal Rol N° 01519-00004, de la propiedad ubicada en calle José Menéndez N° 1073 de la ciudad de Punta Arenas y cuyo destino es Hotel. 

46).- A fojas 626 rola Copia Permiso de Edificación N° 24, Rol N° 01519-00004. 

47).- A fojas 627 rola Copia Formulario N° 2667 solicitud de condonación de intereses y multas de la contribuyente XXXXX, de fecha 25 de mayo de 2011. 

48).- A fojas 628 y siguiente rola consulta de antecedentes de un bien raíz, de fecha 11 de junio de 2012, Rol N° 01519-00004, de la propiedad ubicada en calle José Menéndez N° 1073 de la ciudad de Punta Arenas. 

49).- A fojas 630 y siguiente rola consulta de antecedentes de un bien raíz, de fecha 11 de junio de 2012, Rol N° 01717-00003, de la propiedad ubicada en Avenida Colón N° 1209 LTA de la ciudad de Punta Arenas. 

50).- A fojas 632 y siguiente rola Set de Planchetas con subdivisión predial. 

51).- A fojas 634 rola Copia Libro de Ventas, mes de diciembre de 2007, Folio 47951. 

52).- A fojas 635 rola Copia de Libro de Ventas, mes de marzo de 2008, Folio 61800. 

53).- A fojas 636 rola Copia de Libro de Ventas, mes de abril de 2008, Folio 61812. 

54).- A fojas 637 rola Copia de Libro de Ventas, mes de mayo de 2008, Folio 61901. 

55).- A fojas 638 rola Copia de Libro de Ventas, mes de junio de 2008, Folio 61965. 

56).- A fojas 639 rola Copia de Libro de Ventas, mes de julio de 2008, Folio 62029. 

57).- A fojas 640 rola Copia de Libro de Ventas, mes de agosto de 2008, Folio 62077. 

58).- A fojas 641 rola Copia de Libro de Ventas, mes de septiembre de 2008, Folio 62127. 

59).- A fojas 642 rola copia de Libro de Ventas, mes de octubre de 2008, Folio 62180. 

60).- A fojas 643 rola copia de Libro de Ventas, mes de noviembre de 2008, Folio 62236. 

61).- A fojas 644 y siguiente rola copia de Libro de Ventas, mes de diciembre de 2008, Folio 62312 y 62311. 

62).- A fojas 646 rola copia de Libro de Ventas, mes de febrero de 2009, Folio 79937. 

63).- A fojas 647 rola copia de Libro de Ventas, mes de abril de 2009, Folio 80056. 

64).- A fojas 1.305 rola Hoja Control de Auditoría N° 100 del Servicio de Impuestos Internos. 

65).- A fojas 1.306 y siguientes rola Ordinario N° 527 donde se remite Programa de Fiscalización de inventarios de dinero efectivo y auditoría FUT 2002. 

66).- A fojas 1.313 rola Notificación N° 135 de fecha 02 de junio de 2003 a la contribuyente XXXXX 

67).- A fojas 1.314 rola Acta de recepción, entrega y/o acceso documentación de fecha 10 de junio de 2003, a la contribuyente XXXXX 

68).- A fojas 1.315 rola Carta aviso término de revisión, Formulario 3312, referente a notificación N° 135. 

69).- A fojas 1.316 rola Certificado N° 8 de fecha 10 de junio de 2008, en el cual se certifica que la contribuyente XXXXX mantiene una sucursal en la comuna de Porvenir, por lo que es beneficiaria de las franquicias de la Ley N° 18.392, según artículo 11 de la misma. 

70).- A fojas 1.317 y siguientes rola Resolución T.R. N° 27 de fecha 8 de julio de 2005, en donde se aprueba la instalación de una sucursal en la comuna de Porvenir de la contribuyente XXXXX 

71).- A fojas 1.320 y siguientes rola Pauta Programa de Fiscalización Control de Crédito Especial Empresas Constructoras (CEEC). 

72).- A fojas 1.328 rola Hoja Control de Auditoria N° 13 del Servicio de Impuestos Internos. 

73).- A fojas 1.329 rola Hoja Control de Auditoría N° 64 del Servicio de Impuestos Internos. 

74).- A fojas 1.330 rola Notificación N° 166 de fecha 12 de mayo de 2005, a la contribuyente XXXXX, solicitando antecedentes de los años tributarios 2003 y 2004 para la revisión del Impuesto a la Renta. 

75).- A fojas 1.331 rola Carta Aviso de Término de Revisión referente a notificación N° 166. 

76).- A fojas 1.332 y siguientes rola Copia Presentación Seminario Internacional Espacios Públicos “Costanera del Estrecho Punta Arenas” del SERVIU Magallanes. 

77).- A fojas 1.385 y siguientes rola Decreto con Fuerza Ley N° 7 de 30 de septiembre de 1980, que fija el texto de la Ley Orgánica del Servicio de Impuestos Internos. 

78).- A fojas 1.403 y siguiente rola Sentencia Ilustrísima Corte de Apelaciones de Santiago de fecha 18 de mayo de 1998. 

79).- A fojas 1.405 y siguientes rola Sentencia Corte Suprema de fecha 25 de agosto de 2005. 

80).- A fojas 1.411 rola Certificado de Recepción Definitiva N° 094 de la propiedad ubicada en calle Quillota N° 869 de propiedad de INDAP XII Región. 
81).- A fojas 1.412 rola Certificado Recepción Definitiva N° 277 del inmueble Rol N° 1716-10 ubicado en Avenida Cristóbal Colón N° 1278. 

82).- A fojas 1.413 rola Certificado Avalúo Fiscal Propiedad Rol N° 01717-00001, ubicado en calle Quillota N° 815 de la ciudad de Punta Arenas. 

83).- A fojas 1.414 rola documento denominado Interpretaciones tributarias página web del Servicio de Impuestos Internos. 
84).- A fojas 1.416 rola Páginas 5540 y 5541, Manual del SII, de fecha 6 de abril de 1798, referente a la revisión de declaraciones, citaciones, tasaciones y liquidaciones. 

Los documentos señalados en los números 22 al 47 y 64 al 82 fueron acompañados con citación, mientras que los documentos señalados en los números 48 al 63, 83 y 84 fueron acompañados bajo apercibimiento del artículo 346 N° 3 del Código de Procedimiento Civil. Los documentos señalados anteriormente no fueron impugnados por la parte reclamante. 

b).- Documentos que obran en custodia en Secretaría del Tribunal: 
1).- Expediente RAF Rol N° 507-2011, referente a Liquidaciones N°s. 2 a la 22 de fecha 11 de enero de 2011. 

2).- Libro Manual de Código Tributario, autor Abundio Pérez Rodrigo, séptima edición. Legal Publishing 

3).- Set de 24 fotografías que reflejan las obras ejecutadas por la reclamante y algunas edificaciones cercanas a ellas. 

4).- Pen Drive que contiene presentación Seminario Internacional Espacios Públicos: Equidad e Integración Social, Serviu XII Región. 

Los documentos señalados en los números 2 y 3 fueron acompañados bajo apercibimiento del artículo 346 N° 3 del Código de Procedimiento Civil. 

Los documentos señalados en este ítem no fueron objetados por la parte reclamante. 

II.- TESTIMONIAL: 
Consta de fojas 983 a fojas 992 ambas inclusive, que declararon los testigos doña Hina Carabantes Hernández, don Paulino Arellano Orias, don Daniel Alfredo Pérez Ruiz y doña Ana María Vargas Cárdenas. 

III.- OFICIOS. 
No hay. 

SÉPTIMO: Que en nuestro ordenamiento jurídico se establece un sistema de autodeterminación de los impuestos, en virtud del cual son los propios contribuyentes quienes, con la periodicidad que establecen las distintas normas tributarias aplicables, confeccionan, declaran y posteriormente pagan sus tributos, teniendo dicha situación como contrapartida las facultades fiscalizadoras con que cuenta el Servicio de Impuestos Internos, quien se encuentra legalmente habilitado para impugnar las declaraciones y determinaciones de los impuestos efectuadas por los contribuyentes, facultando el artículo 117 del Código Tributario a dicha Repartición Pública para comparecer como parte en los procesos que hayan a lugar. 
OCTAVO: Que de acuerdo a lo dispuesto en los artículos 1.698 del Código Civil y 21 del Código Tributario, el contribuyente es el obligado a probar la verdad de sus declaraciones o la naturaleza de los antecedentes y montos de las operaciones que deben servir de base para el cálculo del respectivo impuesto, conteniendo la última norma citada un estatuto particular aplicable a la carga de la prueba en el Procedimiento General de Reclamaciones, contenido en el Título II del Libro III del Código Tributario. 

NOVENO: En efecto el artículo 21 del Código Tributario dispone que corresponde al contribuyente probar con los documentos, libros de contabilidad u otros medios que la ley establezca, en cuanto sean necesarios u obligatorios para él, la verdad de sus declaraciones o la naturaleza de los antecedentes y monto de las operaciones que deban servir para el cálculo del impuesto. 

El Servicio no podrá prescindir de las declaraciones y antecedentes presentados o producidos por el contribuyente y liquidar otro impuesto que el que de ellos resulte, a menos que esas declaraciones, documentos, libros o antecedentes no sean fidedignos. En tal caso, el Servicio, previos los trámites establecidos en los artículos 63 y 64 del Código Tributario, practicará las liquidaciones o reliquidaciones que procedan, tasando la base imponible con los antecedentes que obren en su poder. Para obtener que se anule o modifique la liquidación o reliquidación, el contribuyente deberá desvirtuar con pruebas suficientes las impugnaciones del Servicio, en conformidad a las normas pertinentes del Libro Tercero del mismo cuerpo legal. 

DÉCIMO: Que corresponde a este Tribunal, en aplicación del artículo 76, inciso segundo, de la Constitución Política de la República, pronunciarse resolviendo el presente litigio, debiendo para ello interpretar y aplicar las normas legales pertinentes, estudiando la procedencia y valorando los medios de prueba aportados en autos de acuerdo a las reglas de la sana crítica, y admitiendo cualquier otro medio probatorio para producir fe en esta clase de juicios, de acuerdo a lo dispuesto en los incisos décimo y décimo cuarto del artículo 132 del Código Tributario, respectivamente. 

DÉCIMO PRIMERO: Que para una adecuada comprensión del asunto, es necesario dejar constancia que la reclamante XXXXX, RUT N° XX.XXX.XXX-X., es una persona jurídica que tributa en primera categoría conforme al régimen general del Impuesto a la Renta y además es contribuyente del Impuesto al Valor Agregado. Asimismo, es necesario señalar que las Liquidaciones Nºs. 2 a la 22, todas de fecha 11 de enero de 2011, reclamadas en autos, fueron emitidas por el Servicio de Impuestos Internos correspondientes a periodos dentro de los años 2007 a 2009, según consta en el cuadro explicativo que se observa en este considerando, debido a las diferencias de impuestos derivadas de la utilización improcedente del Crédito Especial de Empresas Constructoras contenido en el artículo 21 del Decreto Ley N° 910 de 1975, del Ministerio de Hacienda, originado en la aplicación indebida del 65% del débito fiscal a los montos facturados por concepto de la obra denominada “Construcción Costanera del Estrecho Punta Arenas, Tramo I. Región de Magallanes y Antártica Chilena”, ejecutado por la parte reclamante. En relación a los períodos liquidados, se aplicó la ya citada normativa contenida en el artículo 21 del Decreto Ley N° 910 de 1975, vigente hasta el día 25 de marzo de 2008, es decir con anterioridad a la modificación de que fue objeto por la Ley N° 20.259, siendo las obras de la reclamante, ejecutadas con anterioridad al 31 de diciembre de 2009. 
	Liquid N°
	Impuesto
	Período
	Impuesto 2
	Reajuste
	Interés
	Multa
	Total

	2
	PPM Art. N° 84 D.L. 824/74
	12/2007
	$ 15.164.301
	$ 1.379.951
	$ 9.182.060
	$ 9.926.551
	$ 35.652.863

	3
	IVA D.L. N°825/74
	12/2007
	$ 10.471.656
	$ 952.921
	$ 6.340.640
	$ 6.854.746
	$ 24.619.963

	4
	PPM Art. N° 84 D.L. 824/74
	03/2008
	$ 11.347.943
	$ 930.531
	$ 6.262.022
	$ 7.367.084
	$ 25.907.580

	5
	IVA D.L. N°825/74
	03/2008
	$ 62.127.196
	$ 5.094.430
	$34.283.029
	$40.332.976
	$ 141.837.631

	6
	PPM Art. N° 84 D.L. 824/74
	04/2008
	$ 7.974.359
	$ 582.128
	$ 4.235.461
	$ 5.133.892
	$ 17.925.840

	7
	IVA D.L. N°825/74
	04/2008
	$ 14.528.896
	$ 1.060.609
	$ 7.716.805
	$ 9.353.703
	$ 32.660.013

	8
	PPM Art. N° 84 D.L. 824/74
	05/2008
	$ 8.028.733
	$ 553.983
	$ 4.119.704
	$ 5.149.630
	$ 17.852.050

	9
	IVA D.L. N°825/74
	05/2008
	$ 8.336.479
	$ 575.217
	$ 4.277.614
	$ 5.347.018
	$ 18.536.328

	10
	PPM Art. N° 84 D.L. 824/74
	06/2008
	$ 3.935.050
	$ 224.298
	$ 1.934.097
	$ 2.495.609
	$ 8.589.054

	11
	IVA D.L. N°825/74
	07/2008
	$ 8.979.486
	$ 377.138
	$ 4.210.481
	$ 5.613.974
	$ 19.181.079

	12
	PPM Art. N° 84 D.L. 824/74
	09/2008
	$ 7.748.901
	$ 154.978
	$ 3.319.629
	$ 4.742.327
	$ 15.965.835

	13
	IVA D.L. N°825/74
	09/2008
	$ 17.826.489
	$ 356.530
	$ 7.636.868
	$10.909.811
	$ 36.729.698

	14
	PPM Art. N° 84 D.L. 824/74
	10/2008
	$ 9.686.156
	$ 96.862
	$ 3.962.122
	$ 5.869.811
	$ 19.614.951

	15
	IVA D.L. N°825/74
	10/2008
	$ 6.651.523
	$ 66.515
	$ 2.720.805
	$ 4.030.823
	$ 13.469.666

	16
	PPM Art. N° 84 D.L. 824/74
	11/2008
	$ 9.614.753
	$ 9.615
	$ 3.753.504
	$ 5.774.621
	$ 19.152.493

	17
	IVA D.L. N°825/74
	11/2008
	$ 6.222.769
	$ 6.223
	$ 2.429.307
	$ 3.737.395
	$ 12.395.694

	18
	PPM Art. N° 84 D.L. 824/74
	12/2008
	$ 14.735.008
	$ 29.470
	$ 5.536.679
	$ 8.858.687
	$ 29.159.844

	19
	IVA D.L. N°825/74
	12/2008
	$ 13.933.207
	$ 27.866
	$ 5.235.402
	$ 8.376.644
	$ 27.573.119

	20
	PPM Art. N° 84 D.L. 824/74
	02/2009
	$ 8.678.736
	$ 190.932
	$ 3.060.035
	$ 5.321.801
	$ 17.251.504

	21
	IVA D.L. N°825/74
	02/2009
	$ 2.738.618
	$ 60.250
	$ 965.609
	$ 1.679.321
	$ 5.443.798

	22
	IVA D.L. N°825/74
	04/2009
	$ 216.216
	$ 4.757
	$ 69.606
	$ 132.584
	$ 423.163

	Sub Total:
	
	$ 248.946.475
	$12.735.204
	$ 121.251.479
	$ 157.009.008
	539.942.166

	TOTAL
	
	$ 248.946.475
	
	
	
	$ 539.942.166


DÉCIMO SEGUNDO: Que para el correspondiente análisis de la causa se hace necesario revisar la legislación atingente a lo debatido, y así tenemos que el artículo 21 del Decreto Ley N° 910, publicado en el Diario Oficial con fecha 1 de marzo de 1975, vigente con anterioridad a la modificación contemplada por la Ley N°20.259, publicada en el Diario Oficial con fecha 25 de marzo de 2008, en lo pertinente, dispone que: "Las empresas constructoras tendrán derecho a deducir del monto de sus pagos provisionales obligatorios de la Ley sobre Impuesto a la Renta el O,65 del débito del Impuesto al Valor Agregado que deban determinar en la venta de bienes corporales inmuebles para habitación por ellas construidos y en los contratos generales de construcción que no sean por administración de dichos inmuebles, de acuerdo con las disposiciones del Decreto ley Nº825, de 1974. El remanente que resultare de esta imputación, por ser inferior el pago provisional obligatorio o por no existir la obligación de hacerlo en dicho período, podrá imputarse a cualquier otro impuesto de retención o recargo que deba pagarse en la misma fecha, y el saldo que aún quedare podrá imputarse a los mismos impuestos en los meses siguientes, reajustado en la forma que prescribe el artículo 27 del Decreto Ley N° 825, de 1974. El saldo que quedare una vez efectuadas las deducciones por el mes de diciembre de cada año, o el último mes en el caso de término de giro, tendrá el carácter de pago provisional de aquellos a que se refiere el artículo 88 de la Ley sobre Impuesto a la Renta" 
Enseguida, el inciso 3º señala que “Para los efectos de este artículo, deben entenderse incluidos en el concepto "habitación", también las dependencias directas, tales como estacionamientos y bodegas amparadas por un mismo permiso de edificación o un mismo proyecto de construcción, siempre que el inmueble destinado a la habitación propiamente tal constituya la obra principal del contrato o del total contratado". 

DÉCIMO TERCERO: Que respecto de la norma antes citada, es menester señalar que fue modificada por el artículo 5 de la Ley N°20.259, publicada en el Diario Oficial con fecha 25 de marzo de 2008, mediante la cual, se eliminó la aplicación del beneficio a los contratos generales de construcción, que no sean por administración, referidos a la urbanización de terrenos así como también para aquellos contratos de ampliación, modificación, reparación o mantenimiento, aun cuando éstos puedan implicar la variación de la superficie construida. 

Por otro lado, se mantiene vigente la franquicia contenida en el citado artículo 21 en análisis, para las empresas constructoras, por la venta de bienes corporales inmuebles para habitación por ellas construidos y por los contratos generales de construcción de dichos inmuebles, que no sean por administración, empero con la modificación introducida se le incorporaron topes al beneficio por lo que actualmente las empresas constructoras gozan de éste solamente respecto de la venta de viviendas por ellas construidas, cuyo valor no exceda de 4.500 Unidades de Fomento –en adelante U.F-, con un tope máximo de beneficio equivalente a 225 U.F, y con igual tope por vivienda, se encuentran respecto de los contratos generales de construcción, que no sean por administración, de dichos inmuebles, de acuerdo con las disposiciones del Decreto Ley Nº 825, de 1974. 

La modificación legal tiene su origen en que el Legislador estimó que en definitiva el beneficio de deducción del precio de un monto equivalente al 65% del IVA Débito Fiscal no estaba siendo traspasado a los consumidores finales; en efecto, las empresas constructoras que construyen bienes inmuebles cuyo destino es casa –habitación-, en la práctica son construidos o vendidos para empresas inmobiliarias en virtud de contratos generales de construcción por suma alzada preferentemente, donde estas empresas inmobiliarias son las que en definitiva enajenan los respectivos inmuebles a precios de mercado no afectando con IVA dichas operaciones (por no calificar como empresas constructoras) y, por ende, sin la aplicación del crédito del 65% en cuestión, lo que en definitiva repercute a que el beneficio del 65% no es traspasado a los respectivos consumidores. 

En consecuencia, bajo el nuevo régimen de beneficio imperante, para un bien inmueble cuyo precio de venta es superior a 4.500 U.F (incluido el terreno), éste no tendrá derecho a la recuperación del crédito del 65% aplicado sobre el IVA Débito Fiscal determinado para dicha operación. 
DÉCIMO CUARTO: Que a su turno, la Dirección Nacional del Servicio de Impuestos Internos en su Circular Nº 26, de 1987, que rola en fojas 291 y siguientes, indica que "se considerarán inmuebles destinados para la habitación, entre otros, las urbanizaciones que se destinen exclusivamente a viviendas, entendiéndose por ellas la dotación de todos aquellos elementos que requiere una vivienda para su uso en óptimas condiciones, como instalaciones de agua potable, electricidad, alcantarillado, colectores, aceras y calzadas, pavimento de estas últimas, etc. Procediendo el beneficio establecido en el artículo 21, antes citado, en la medida que la dotación de tales elementos está destinada solamente a viviendas y no a otra clase de inmuebles. En todo caso, en el permiso municipal de construcción, deberá consignarse que las obras de urbanización acceden a inmuebles destinados a la habitación y, en el caso de sitios baldíos o eriazos, deberá constar en la autorización de subdivisión que el terreno está destinado a construir viviendas y este hecho se conforme en el plano regulador comunal". 

DÉCIMO QUINTO: Que asimismo, es relevante lo expuesto en la Circular N° 52 de 2008 del Servicio de Impuestos Internos, que rola en fojas 342 y siguientes, en donde señala lo siguiente: 

Por lo tanto, en el caso que estos contratos se celebren con anterioridad al día 1° de julio de 2009, podrán seguir rigiéndose por el artículo 21°, del Decreto Ley N° 910, de acuerdo al texto vigente hasta antes de la publicación de la ley modificatoria, siempre que obtengan el respectivo permiso municipal de edificación antes del 1° de julio de 2009 y hayan iniciado las obras al 31 de diciembre de 2009. 

No obstante lo anterior, cabe aclarar que el beneficio durante dicho período debe aplicarse en los mismos términos que se aplicaba hasta antes de la modificación legal, es decir, sólo procederá en aquellos contratos de construcción que no sean por administración, que tengan por objeto la urbanización de terrenos destinados exclusivamente a viviendas. 

Ello, sin perjuicio de lo sostenido reiteradamente por este Servicio, en el sentido que tratándose de urbanizaciones en que el respectivo contrato se refiera principalmente a viviendas, no obstante incluirse algunos inmuebles con un destino diferente al de habitación y que constituyan obras complementarias de equipamiento, como edificios destinados al culto, a la policía, a la atención de salud, a la educación, la empresa constructora correspondiente podrá hacer uso de la franquicia acreditando la situación descrita mediante el respectivo permiso municipal de construcción o mediante el plano regulador comunal que corresponda. 

DÉCIMO SEXTO: Que a su vez, cabe tener presente el criterio sustentado en la jurisprudencia de los Tribunales superiores de justicia, del fallo de la Ilustrísima Corte de Apelaciones de Talca, con fecha 10 de diciembre de 2009, causa Rol 1671-08 donde ha sostenido que el artículo 21, del Decreto Ley N° 910 de 1975, no exige que el destino de las viviendas sea exclusivamente habitacional, sin embargo agregó que, conforme al elemento de interpretación gramatical, que se debe aplicar a la norma en comento, debe entenderse que lo que se busca es excluir del beneficio tributario obras fundamentalmente comerciales. Asimismo, el fallo de la Ilustrísima Corte de Apelaciones de Concepción de fecha 28 de julio de 2000, causa Rol 1426-95, ha señalado que para la procedencia de la ya aludida franquicia tributaria del artículo 21 en análisis, se exige la concurrencia de los siguientes requisitos: a) Que el sujeto pasivo del impuesto sea una empresa constructora; b) Que el débito fiscal sobre el cual se aplica el crédito del 0,65 tenga su origen en la venta de bienes corporales inmuebles construidos por la propia empresa constructora o, como en el caso de autos, en un contrato general de construcción y c) Que tratándose de un contrato general de construcción este tenga por objeto la edificación de inmuebles para habitación. 

DÉCIMO SÉPTIMO: Que para una adecuada resolución de la controversia, es del todo necesario explicar los efectos más importantes de la aplicación del Impuesto del Valor Agregado –en adelante IVA- en la actividad de la construcción. Sobre el particular, cabe señalar que el IVA que afecta a la construcción fue incorporado como hecho gravado básico de venta en el año 1987, mediante la promulgación de la Ley N°18.630. Este IVA afecta a la actividad de la construcción, donde el sujeto del tributo es aquella persona que construye con ánimo de venta. 

Ahora bien, este impuesto a la construcción observado desde una perspectiva de beneficio tributario, está íntegramente relacionado con la aplicación del artículo 21 del Decreto Ley N°910 de 1975, norma que sufrió importante modificación al ser reemplazada de forma completa con la entrada en vigencia de la Ley N°18.630, la cual en su artículo 5º sustituyó o reemplazó el artículo 21 imperante en ese entonces. Este beneficio tributario que nace a partir de la publicación de la Ley N°18.630, viene a establecer un beneficio a la empresa constructora, consistente en la recuperación de una cuantía equivalente al 65% del IVA Débito Fiscal, determinado en la venta de inmuebles afectado con este impuesto. 

Cabe señalar que el origen de este beneficio o crédito del 65% amparado en el artículo 21 del Decreto Ley N°910 de 1975, tiene su origen en traspasar en definitiva un beneficio concreto a la sociedad, al poder establecer un mejor precio en la adquisición de viviendas por parte de toda la ciudadanía. 

La incorporación de la actividad de la construcción al IVA (Ley 18.630, de 1987), significó, por cierto, numerosas otras modificaciones al texto legal, para incorporar a las empresas constructoras en la definición de "vendedor", para definir la base imponible del tributo en las ventas de inmuebles y para señalar reglas especiales en materia de devengamiento, emisión de facturas, etc. Además, se sustituyó el texto del artículo 21 del Decreto Ley N°910, de 1975, para regular el crédito especial que opera en la construcción o venta de inmuebles con destino habitacional. 

Los aspectos más relevantes sobre la aplicación del IVA en la actividad de la construcción son: 
a) No se trata de un IVA sobre los inmuebles, ya que las propiedades o bienes raíces en general, continúan al margen de este impuesto. Se trata de gravar la “actividad de la construcción”, es decir, los inmuebles que son productos de la actividad humana (actividad de la construcción). Por lo mismo, en los casos de venta de inmuebles, se rebaja de la base imponible el valor del terreno. 

b) El IVA a la construcción, en cuanto tal, opera una sola vez: Cuando el inmueble es enajenado por la empresa constructora que lo ha construido íntegramente o con participación de terceros. Sin perjuicio de lo anterior, las ventas o servicios que tienen lugar en relación con la actividad de la construcción, continúan afectas a impuesto de acuerdo a las reglas generales y, excepcionalmente, la venta de un inmueble que ya quedó afecto al IVA a la construcción podría verse afectado con IVA en una posterior transferencia, de acuerdo al hecho gravado especial del artículo 8 letra m) de la ley. 

c) De acuerdo a las modalidades que asume la actividad, puede ocurrir que una empresa construya por cuenta propia, caso en el cual el IVA se aplica en el momento de la venta de los inmuebles construidos. Los inmuebles pueden construirse, también, a través de un contrato general de construcción por suma alzada, caso en el cual el IVA grava a la empresa constructora, por el valor total del contrato; o a través de un contrato de construcción por administración, caso en el cual la ley considera como constructor, contribuyente y responsable del impuesto, a quien encarga la construcción, cuando efectúe la primera venta del inmueble, sin perjuicio de aplicarse el impuesto al contratista o empresa constructora, por su remuneración, pero como IVA general sobre los servicios, puesto que en tal caso, como se ha dicho, el IVA a la construcción es el que afecta la primera venta que realiza la empresa que encomendó la construcción de la obra. 

d) Con el objeto de que el impuesto no signifique incremento en el valor de las viviendas o inmuebles destinados a la habitación, la ley estableció un crédito especial del 65% de la tasa general (19%), lo que se traduce en una tasa rebajada, que tiene por objeto neutralizar el efecto del impuesto. El crédito especial opera en la venta de viviendas y en la construcción de inmuebles con destino habitacional efectuada a través de contratos por suma alzada. 

e) No opera en los contratos de construcción por administración. Existen numerosos pronunciamientos relativos a la procedencia del crédito respecto de inmuebles que no tengan destino exclusivamente habitacional, así como respecto de contratos que se refieran a obras anexas o complementarias a la construcción de viviendas (urbanización). 

Se menciona que la normativa fue modificada, con el predicamento de derogar o restringir una “franquicia”, en circunstancias que su objetivo original no fue otro que el de evitar un encarecimiento de las viviendas, dentro de un predicamento general, conforme al cual el IVA no pretendía gravar los inmuebles y la afectación de la actividad de la construcción no tuvo otro propósito que el de evitar la evasión que se producía en el sector. (cita del libro “Impuesto al Valor Agregado, enfoque teórico práctico”, autores, Alejandro Dumay y Manuel Montes Zárate, páginas 74, 75 y 127 y siguientes, Santiago 2010, del Centro de Estudios Tributarios de la Universidad de Chile, de la Facultad de Economía y Negocios de Chile) 

DÉCIMO OCTAVO: Que respecto al primer punto de prueba señalado en el número Cuatro de la parte expositiva de ésta sentencia, cabe señalar que de conformidad con los antecedentes señalados en los números 15 del considerando quinto y 36 del considerando sexto ambos de éste sentencia, se observa que la obra denominada “Costanera del Estrecho Punta arenas, Tramo I Región de Magallanes”, realizada por la parte reclamante, se encuentra emplazada en las zonas B, C y R2 del plan regulador de la comuna de Punta Arenas. Al respecto cabe indicar las especificaciones técnicas de dichas Zonas que constan en fojas 712, 717 y 733 de autos: 

a).- Zona B: El límite de esta zona, en sus tramos compartidos con los límites de otras zonas, trazado por el interior de las manzanas, coincidirá con los ejes de los deslindes prediales actualmente existente, debidamente inscritos en el Conservador de Bienes Raíces de Punta Arenas. 

Usos Permitidos: Equipamiento de escala mediana; industriales y establecimientos de impacto similar inofensivos, almacenamiento inofensivo y molesto, acopio inofensivo, puerto seco y actividades derivadas del puerto, vivienda. 

Usos Prohibidos: Todos los no indicados como permitidos 

b).- Zona C: El límite de esta zona en sus tramos compartidos con los límites de otras zonas, trazados por el inferior de las manzanas, coincidirá con el eje de los deslindes prediales existentes, debidamente inscritos en el Conservador de Bienes Raíces de Punta Arenas. 

Usos permitidos: Vivienda, equipamiento de escala mediana, menor y básica, salvo los expresamente prohibidos, talleres, almacenamiento, industria y establecimientos de impacto similar al industrial inofensivos. 

Usos Prohibidos: Todos los no indicados como permitidos. 

c).- Zona R2: Tendrá corno objeto proteger el borde costero del Estrecho de Magallanes y corresponde al área graficada en el plano. 

Usos Permitidos: Equipamiento de escala mediana 78 de piscinas, centros deportivos, restaurantes, discotecas y áreas verdes. 

Usos Prohibidos: Todos los no indicados corno permitidos. 

DÉCIMO NOVENO: Que respecto al segundo punto de prueba señalado en el número Cuatro de la parte expositiva de ésta sentencia, cabe señalar que los documentos señalados en los números 5), 6) y 7) del considerando primero de ésta sentencia, como asimismo los antecedentes del Proceso de Licitación Pública de fojas 81 y del set de fotografías presentado por el Servicio de Impuestos Internos que se encuentran ambos en custodia en la Secretaría del Tribunal, y de los documentos señalados en los Nºs 19 a 35 del considerando sexto de ésta sentencia, dan cuenta que la reclamante ejecutó la obra del proyecto “Construcción Costanera del Estrecho Tramo I, Punta Arenas”, de conformidad con lo indicado en la Propuesta Pública Nº4/2007 y demás especificaciones técnicas que rolan en fojas 352 y siguientes de autos. Al respecto, cabe indicar además que a fojas 534 a 547 rolan fotocopias de facturas que dan cuenta de los estados de pagos números 1 al 15 respecto a la obra en cuestión, documentos que también fueron acompañados en fojas 1068 a 1078. 
VIGÉSIMO: Que, respecto del punto de prueba número tres, sobre el incumplimiento del Servicio de Impuestos Internos de los requisitos legales en la confección y emisión de las liquidaciones reclamadas, infringiendo así los artículos 6 y 7 de la Constitución Política del Estado, como también las normas del artículo 2 y 11 de la Ley Nº18.575, cabe señalar que la vulneración a dichas normas constitucionales hacen incurrir en la declaración de nulidad de derecho público del acto administrativo reclamado, nulidad que se conceptualiza como la sanción de ineficacia jurídica que afecta aquellos actos de los órganos del Estado, en los que falten algunos de los requisitos que el ordenamiento establece para su existencia y validez. Esta institución deriva de los artículos 6º y 7º de la Constitución Política, el último de los cuales previene que “Los órganos del Estado actúan válidamente previa investidura regular de sus integrantes, dentro de su competencia y en la forma que prescriba la ley”. “Ninguna magistratura, ninguna persona ni grupo de personas pueden atribuirse, ni aun a pretexto de circunstancias extraordinarias, otra autoridad o derechos que los que expresamente se les hayan conferido en virtud de la Constitución o las leyes”. “Todo acto en contravención a este artículo es nulo y originará las responsabilidades y sanciones que la ley señale”. 
Estas disposiciones, junto con otras normas del ordenamiento vigente, enuncian el principio de legalidad a que debe someterse toda autoridad u órgano estatal. Luego, el citado artículo 6º de la Constitución de 1980 complementa las reglas que contiene el artículo 7º de la misma Carta Fundamental, y dispone que “Los órganos del Estado deben someter su acción a la Constitución y a las normas dictadas conforme a ella”. “Los preceptos de esta Constitución obligan tanto a los titulares o integrantes de dichos órganos, como a toda persona, institución o grupo”. “La infracción de esta norma generará las responsabilidades y sanciones que prescriba la ley”. 
VIGÉSIMO PRIMERO: Que en efecto, las normas antes referidas, establecen principios fundamentales de la sujeción de los Órganos Públicos al Derecho y, solamente en el caso que los actos de algunos de estos órganos se extralimite de las potestades que les han sido conferidas por las normas jerárquicamente superiores, ellos carecerán de valor jurídico, lo que puede ser declarado por el tribunal competente. Es decir, la nulidad de derecho público opera cuando se ha cometido un vicio (extralimitación) en la dictación de un acto administrativo. 

VIGÉSIMO SEGUNDO: Que en el contexto de los preceptos señalados se evidencia que los requisitos determinados que constituyen las condiciones o exigencias de validez de los órganos estatales, son: a).- La investidura previa y regular del órgano respectivo; b).- La actuación dentro de su competencia; y, c).- En la forma prescrita por la ley. Por lo tanto, solamente en el caso de no darse cumplimiento a estos requisitos en la dictación del acto administrativo, las liquidaciones reclamadas, dicho acto adolecería de un vicio de nulidad que autoriza su impugnación mediante la acción de Nulidad de Derecho Público. 
VIGÉSIMO TERCERO: De ello se infiere que para emitir pronunciamiento sobre la pretensión de la parte reclamante corresponde averiguar si las Liquidaciones N°s. 2 a 22, todas de fecha 11 de enero de 2011, antes citados, en su calidad de actos administrativos, adolecían de alguna de las anomalías antes señaladas. 
VIGÉSIMO CUARTO: Que al respecto, cabe señalar que la parte reclamante además de los argumentos señalados en el número uno de la parte expositiva de esta sentencia, sostiene expresamente en su escrito de fojas 109, que “el Servicio de Impuestos Internos transgredió una serie de requisitos establecidos por normas de rango administrativo, como son las indicaciones dictadas por el propio Servicio, y las contenidas tanto en el Manual del Servicio de Impuestos Internos, como en variados oficios y circulares”, vulneración que no se contempla dentro de los exigencias señaladas en los citados artículos 6° y 7° de la Constitución Política del Estado. 
VIGÉSIMO QUINTO: Que, en virtud de lo anterior, es menester precisar que las Liquidaciones N°s. 2 a 22, todas de fecha 11 de enero de 2011, reclamadas en estos autos han tenido su origen de conformidad a las facultades fiscalizadoras que le son propias al Servicio de Impuestos Internos de acuerdo a lo preceptuado en los artículos 21, 24, 59, 60 y 63 del Código Tributario a los que se ha atenido la autoridad que los dictó, sin que se hubiere demostrado en el proceso contravención alguna a la normativa que en ellos se contiene o que adolezca de vicios que los hagan ineficaces en derecho, siendo en consecuencia dictados por la autoridad administrativa en uso de sus facultades legales y cumpliendo con el principio de juridicidad que informa el accionar de todos los órganos del Estado. Por ende, tales actos administrativos constituyen, en este aspecto, un acto ajustado a derecho. 
VIGÉSIMO SEXTO: Que, a mayor abundamiento, es menester señalar que los planteamientos de la parte reclamante dicen relación con la infracción a normas de rango administrativo emitidas por el Servicio de Impuestos Internos dentro de sus facultades, y no se fundamenta en una actuación ilegal de dicha autoridad administrativa en el ejercicio de sus potestades fiscalizadoras, materia que escapa al fundamento principal de autos que es la nulidad de las liquidaciones Nº 2 a 22 por vulneración del artículo 6 y 7 de la Constitución Política del Estado. 
VIGÉSIMO SÉPTIMO: Que, respecto del cuarto punto de prueba señalado el número Cuatro de la parte expositiva de ésta sentencia, cabe señalar que de conformidad con la prueba testimonial de fojas 1003 y siguientes, las fotografías de fojas 1417 y de fojas 2184 y siguientes de ésta sentencia, se logra acreditar que la reclamante es una empresa constructora, que tributa en primera categoría conforme al régimen general del Impuesto a la Renta y además es contribuyente del Impuesto al Valor Agregado que realizó la obra “Costanera del Estrecho Punta Arenas, Tramo I Región de Magallanes”, mediante un contrato general de construcción a suma alzada. 
VIGÉSIMO OCTAVO: Que respecto al quinto punto de prueba señalado en el número Cuatro de la parte expositiva de ésta sentencia, cabe señalar que de conformidad con los antecedentes señalados en los números 8,9,10,11, 12, 13 todos del considerando primero y los del número 1, 2, 3, 4, 6, 7, 8, 9, 10, 11, 12, 13, 14, 22, 23, 24, 25, 27, 28, 29, 30, 31, 32, 33, 34, 35, 36, 37, 38, 39, 40 todos del considerando quinto y números 1, 8, 9, 10, 11, 12, 13, 14, 64, 65, 66, 67, 68, 69, 70, 72, 73, 74, 75, 77, 78, 79 y 84 todos del considerando sexto, de ésta sentencia, consta que efectivamente el Servicio de Impuestos Internos de la Dirección Regional de Punta Arenas, ha aprobado el uso del Crédito Especial del artículo 21 del D.L. 910 de 1975 a empresas constructoras en obras de urbanización dentro de la Región de Magallanes ubicadas en lugares distintos como también tienen una estructura y construcción diferente de la obra “Construcción Costanera del Estrecho Tramo I, Punta Arenas”, ejecutada por la reclamante. Además, las obras de urbanización ejecutadas por esas empresas fueron licitadas con una propuesta pública y especificaciones técnicas distintas a la obra realizada por la XXXXX materia del reclamo, de conformidad a los antecedentes que rolan en fojas 352 y siguientes de autos. 
VIGÉSIMO NOVENO: Que efectuadas las consideraciones y citas legales anteriores, cabe analizar la prueba rendida en autos, y así tenemos que en cuanto al primer punto de prueba, la obra del proyecto “Construcción Costanera del Estrecho Tramo I, Punta Arenas” realizada por la reclamante, se encuentra emplazada en las zonas B, C y R2 del plan regulador de la comuna de Punta Arenas, teniendo solo como uso permitido de “vivienda” las Zonas B y C, y la Zona R2 tiene como uso permitidos los indicados en el considerando décimo noveno. A su vez, en cuanto al segundo, tercer y quinto punto de prueba, se acredita que la reclamante es una empresa constructora que tributa en primera categoría conforme al régimen general del Impuesto a la Renta y además es contribuyente del Impuesto al Valor Agregado y que las Liquidaciones Nº2 a 22, todas de fecha 11 de enero de 2011, reclamadas en autos, fueron emitidas por el Servicio de Impuestos Internos correspondientes a periodos dentro de los años 2007 a 2009, de conformidad lo indicado en el considerando Décimo Primero del presente fallo. Asimismo, se logra acreditar que la reclamante al realizar el proyecto antes mencionado, no construyó ningún bien inmueble destinado para habitación, sino más bien construyo una autopista y calles de acceso hacia un sector habitacional. 
TRIGÉSIMO: Que referente al cuarto punto de prueba, respecto si las obras enmarcadas dentro del proyecto denominado “Costanera del Estrecho Punta Arenas, Tramo I Región de Magallanes”, cumplían con los requisitos necesarios para invocar la franquicia consagrada en el artículo 21° del Decreto Ley N° 910 de 1975, y en específico si dicha obra beneficia exclusivamente a viviendas, previamente cabe hacer un breve análisis de la norma en comento en consideración de lo señalado en los considerandos décimo segundo y siguientes. 

En primer término, es dable señalar que de la interpretación gramatical del ya reseñado artículo 21, del D.L 910 de 1975, y conforme al criterio sustentado por los Tribunales Superiores de justicia, se exigen la concurrencia de los siguientes requisitos: 

a) Que el contribuyente del impuesto sea una empresa constructora. 

b) Que dicha empresa constructora sea un contribuyente del Impuesto al Valor Agregado. 

c) Que la empresa constructora tratándose de un contrato general de construcción, tenga por objeto la edificación de inmuebles para habitación. 

d) Que el débito fiscal sobre el cual se aplica el crédito del 0,65 tenga su origen en la venta de los bienes inmuebles construidos por la propia empresa constructora. 

e) Se aplica también el beneficio tributario a las dependencias directas del bien inmueble para habitación que estén amparadas por un mismo permiso de edificación o un mismo proyecto de construcción. 

La norma en comento, de su tenor literal señala que se otorga el beneficio tributario a las empresas constructoras en la “venta de bienes corporales inmuebles para habitación por ellas construidas”. Precisado lo anterior, es menester aclarar que la palabra “habitación”, definida por la Real Academia Española, significa un lugar destinado a vivienda, señalando además que es habitación en una vivienda, cada uno de los espacios entre tabiques destinados a dormir, comer, etc. 

TRIGÉSIMO PRIMERO: Que, considerando como hecho no controvertido que en la obra del proyecto “Costanera del Estrecho Punta Arenas, Tramo I Región de Magallanes”, no se contemplaba construir ni reparar viviendas habitacionales, y de conformidad con los argumentos señalados en los considerandos anteriores, junto con las pruebas rendidas por las partes, resulta forzoso concluir que la reclamante, XXXXX, no cumple con todos los requisitos señalados por el artículo 21 en comento. En efecto, cabe señalar que si bien la reclamante de autos es una empresa constructora y el débito fiscal sobre el cual se aplica el crédito tiene su origen en un contrato general de construcción, sin embargo la reclamante al realizar la obra del proyecto antes citado, no construyó ningún bien inmueble para “habitación”, o sea destinado a vivienda, y por ende no podría acceder al beneficio tributario. Lo anterior se acredita además de lo que se observa en las fotografías que rolan a fojas 2185 y siguientes, como resultado de la diligencia probatoria de la inspección personal del Tribunal en las obras terminadas por la XXXXX materia del reclamo. 
En este aspecto, cabe tener presente además los argumentos señalados en el considerando Décimo Séptimo de este fallo, por cuanto acoger el reclamo de autos significaría vulnerar el espíritu del artículo 21 del ya citado Decreto Ley Nº910 que tuvo en vista el legislador al dictar la Ley Nº18.630 y posteriormente al modificarla con la Ley N°20.259, atendido que el beneficio a la empresa constructora, consistente en la recuperación de una cuantía equivalente al 65% del IVA Débito Fiscal, determinado en la venta de inmuebles para habitación tiene su origen en traspasar en definitiva un beneficio concreto a los consumidores finales, al poder establecer un mejor precio en la adquisición de viviendas por parte de toda la ciudadanía, situación que no acontece en el reclamo de autos, por cuanto la XXXXX como se estableció anteriormente no construyó ni vende inmuebles para habitación y por lo tanto no existe un beneficio que pueda traspasar a los consumidores finales. 

Esta misma intención tuvo el legislador al dictar la Ley Nº20.259 que modificó en su artículo 5º el ya aludido artículo 21 del Decreto Ley Nº910 de 1975, ya que en definitiva el beneficio de deducción del precio de un monto equivalente al 65% del IVA Débito Fiscal no estaba siendo traspasado a los consumidores finales. 
A mayor abundamiento, resulta necesario señalar que la Zona R2, donde está emplazada la obra materia del reclamo, acorde lo indicado en el considerando décimo octavo del presente fallo que indica que no tiene como uso permitido la “vivienda”. 
TRIGÉSIMO SEGUNDO: Que, asimismo, en amén de lo señalado en la Circular Nº 26, de 1987 (considerando Décimo Cuarto) donde indica que "se considerarán inmuebles destinados para la habitación, entre otros, las urbanizaciones que se destinen exclusivamente a viviendas, entendiéndose por ellas la dotación de todos aquellos elementos que requiere una vivienda para su uso en óptimas condiciones, como instalaciones de agua potable, electricidad, alcantarillado, colectores, aceras y calzadas, pavimento de estas últimas, etc. “, cabe concluir que tampoco se podría acoger el reclamo de autos, atendido que tal como lo establece dicha Circular, dicho beneficio del artículo 21, antes citado, está “destinada solamente a viviendas y no a otra clase de inmuebles”, como acontece en la obra construida por la reclamante en autos por el proyecto “Construcción Costanera del Estrecho Punta Arenas, Tramo I. Región de Magallanes y Antártica Chilena”. 
TRIGÉSIMO TERCERO: Que en cuanto a las pretensiones de la parte reclamante, sobre la alegación en su escrito de fojas 128 donde señala expresamente que el “Servicio de Vivienda y Urbanismo Regional es el organismo técnico llamado a certificar las condiciones en que se desarrollará el proyecto, habiendo constatado los requisitos legales para la procedencia del crédito especial de empresas constructoras establecido en el artículo 21 del ya citado Decreto Ley Nº 910 de 1975”, es menester precisar que las diferencias de Impuesto al Valor Agregado que puedan producirse en el caso de ser inaplicable el beneficio tributario contemplado en el ya aludido artículo 21 del D.L N°910, cabe mencionar que dicha rebaja de ese impuesto opera exclusivamente en la relación tributaria que tiene el contratista contribuyente con el Fisco, -Servicio de Impuestos Internos-, la que es por completo independiente de la que, a su vez, existe entre la empresa constructora y la pertinente repartición pública –Servicio de Vivienda y Urbanismo- por la ejecución y pago de la obra, cuyo precio no varía por este concepto. En efecto, cabe tener presente que la Propuesta Pública Nº4/2007 sobre la obra del proyecto “Construcción Costanera del Estrecho Tramo I, Punta Arenas” de fojas 368 y siguientes como de sus especificaciones técnicas de fojas 395 y siguientes de autos, respecto del precio del contrato de construcción materia del reclamo en fojas 368 establece que “se debe considerar el I.V.A (Ley Nº18.630) publicado en el Diario Oficial el día 23 de Julio de 1987 y sus modificaciones, mediante el cual incorpora la actividad de la construcción al impuesto al valor agregado, contenido en el Decreto Ley Nº 825/74 y modifica otras disposiciones legales”. 
A continuación en fojas 369 señala que “el contratista podría tener derecho contemplado en el artículo 21 del Decreto Ley Nº910 de 1975, lo que deberá señalarse expresamente en su oferta referido a la rebaja del 65% del I.VA, en obras de pavimentación destinada al sector habitacional”, por ende, dichos actos administrativos de su tenor literal no aseguran ni acreditan que la reclamante obtendría el beneficio del ya mencionado artículo 21 al momento de realizar la obra materia del reclamo. En efecto, del texto antes transcrito se menciona expresamente que “podría tener derecho”, dejando en claro que el contribuyente no tenía un derecho adquirido de acceder al beneficio tributario del artículo 21 en estudio, sino más bien una mera expectativa, previo cumplimiento de los requisitos exigidos por dicha norma en análisis. 
TRIGÉSIMO CUARTO: Por otro lado, sobre la alegación del reclamante respecto de que el Servicio de Impuestos Internos ha dado un sentido erróneo tanto a la legislación tributaria como a la misma interpretación oficial de ella, cabe señalar en primer término que la jurisprudencia judicial contenida en un fallo de la Ilustrísima Corte de Apelaciones de Santiago, con fecha 9 de marzo de 2001, causa rol 2829-1997, ha establecido que “Las normas tributarias, tengan su origen en la ley o en la potestad administrativa del Director del Servicio de Impuestos Internos (dentro del marco establecido en el artículo 7º del D.F.L. Nº 7 de 1980), deben ser interpretadas restrictivamente, y en el supuesto que se sostenga que en su formulación existe un vacío, no es legalmente procedente recurrir al elemento de la analogía para su integración. Una conducta contraria a lo expresado implicaría desconocer el principio de legalidad al que se encuentra sujeto nuestro ordenamiento en esta materia”. 
A su turno, el artículo 6 del Código Tributario dispone lo siguiente: 

Artículo 6º:- Dentro de las facultades que las leyes confieren al Servicio, corresponde: 
A.- Al Director de Impuestos Internos: 
1º.- Interpretar administrativamente las disposiciones tributarias, fijar normas, impartir instrucciones y dictar órdenes para la aplicación y fiscalización de los impuestos. 
2º.- Absolver las consultas que sobre la aplicación e interpretación de las normas tributarias le formulen los funcionarios del Servicio, por conducto regular, o las autoridades. 
Por su parte, el N° 2 del artículo antes citado se relaciona con el artículo 45 de la Ley Orgánica del Servicio de Impuestos Internos que establece que “El Director estará obligado a dar respuestas sólo a las consultas que sobre interpretación y aplicación de las leyes tributarias, formulen los Jefes de Servicios y otras autoridades públicas, sin perjuicio del derecho de petición”, consagrado en el artículo 19, N°14 de la Constitución Política del Estado. 

Asimismo, la letra B, N°1, de ese mismo artículo anterior, confiere a los Directores Regionales, la facultad de “absolver las consultas sobre la aplicación e interpretación de las normas tributarias”, sin embargo, cuando dichas materias no han sido objeto de interpretación por parte del Director Nacional, estarán sujetas a su aprobación, conforme el ya aludido artículo 45, de la Ley Orgánica del Servicio de Impuestos Internos. 
De esta manera, las normas antes citadas entregan la facultad al Director Nacional o Regional del Servicio de Impuestos Internos para interpretar administrativamente las disposiciones tributarias como también absolver consultas sobre la aplicación e interpretación de esas normas que formulen los mismos funcionarios de esa repartición pública. 

Por consiguiente, cabe precisar que los oficios citados por el reclamante en su escrito de fojas 106 y siguientes que se indican en el Nº 25 del punto Uno de la parte expositiva del presente fallo, corresponden a la interpretación administrativa previa petición de un contribuyente, que emite el Director Nacional o Regional del Servicio de Impuestos Internos en uso de sus facultades legales citadas en el ya aludido artículo 6 del Código Tributario, obligando lo dispuesto en esos oficios y Circulares –interpretación del oficio que realiza el Servicio- a los funcionarios de dicha repartición pública. Por ello, cabe concluir que esas interpretaciones administrativas señaladas en el reclamo no son vinculantes al caso en estudio ni obliga al Tribunal al momento de resolver la cuestión debatida, ya que fue emitida por dicha repartición pública a petición de un contribuyente ajeno al de autos para ese caso en particular, que no tiene relación ni vinculación con los fundamentos ni circunstancias señalados en el presente reclamo de la XXXXX 

TRIGÉSIMO QUINTO: Que en consecuencia, del mérito de los documentos acompañados por la las partes en autos en los considerandos primero, quinto y sexto de ésta sentencia, en apoyo de sus alegaciones, valorando la prueba de conformidad con las reglas de la sana crítica, hacen en opinión de este Tribunal la conclusión de desestimar las aserciones y fundamentos jurídicos, lógicos y técnicos que el reclamante sustenta en su reclamo. 

TRIGÉSIMO SEXTO: Que a partir de lo razonado precedentemente y en virtud de los hechos que se han tenido por verdaderos en este juicio, ponderando la prueba de acuerdo a las reglas de la sana crítica, de las máximas de la experiencia, y en su caso, aplicando los Principios Generales de Derecho, se arribó a las conclusiones enunciadas en los considerandos que anteceden. 

TRIGÉSIMO SÉPTIMO: Que analizada la demás documentación y antecedentes aportados en autos, en nada altera lo razonado y concluido precedentemente. 

TRIGÉSIMO OCTAVO: Que no se condenara en costas a la parte reclamada por haber tenido esta última motivo plausible para litigar. 

Por las consideraciones precedentes, y visto además lo dispuesto en los artículos 6, 21, 115, y siguientes, del Código Tributario; Decreto Ley Nº825 sobre Impuesto a las Ventas y Servicios; Código de Procedimiento Civil y artículo 21 del Decreto Ley N° 910 de 1975, y demás normas legales citadas y pertinentes. 
SE DECLARA: 
a).- Que no se acoge la reclamación interpuesta por don AAAAA, Gerente General, RUT N° A.AAA.AAA-A, en representación de XXXXX, RUT N° XX.XXX.XXX-X, en contra de las Liquidaciones Nº2 a 22 todas de fecha 11 de enero de 2011 emanadas del Servicio de Impuestos Internos, XII Dirección Regional de Punta Arenas 
b).- Que no se condena a la parte vencida al pago de las costas de la causa. 
Anótese, regístrese y archívese en su oportunidad. 

Notifíquese la presente resolución a la parte reclamante por carta certificada, y a la reclamada por la publicación de su texto íntegro en el sitio en Internet del Tribunal www.tta.cl, conforme al artículo 131 bis del Código Tributario. Asimismo, dese aviso a las direcciones de correo electrónico xxx@xx.xx y ccc@cc.cc. Déjese testimonio en el expediente”. 

FELIPE MUÑOZ ALBÓNICO, JUEZ SUBROGANTE, TRIBUNAL TRIBUTARIO Y ADUANERO XII REGIÓN DE MAGALLANES Y ANTÁRTICA CHILENA. AUTORIZÓ DON CARLOS PÉREZ HERRERA, SECRETARIO SUBROGANTE.
